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El propósito de estas páginas es hablar sobre la tutela de los 
derechos del consumidor y, en particular, sobre el papel del 
consentimiento como eje de la garantía de esos derechos. 
Lo primero que habría que decir es que prácticamente este 
no existe, por lo menos en los términos tradicionales de vo-
luntad dirigida a la determinación negociada del contenido 
del contrato. Por ello, la tesis que quisiéramos proponer 
es alternativa y consiste en señalar la imperiosa necesidad 
de reestructurar la concepción de la definición de contrato, 
basada en su totalidad sobre el consentimiento. A nuestro 
juicio, es necesario cambiar el foco de atención y dirigirlo 
hacia el “sinalagma” como estructura sustancial fundante 
del contrato en general, lo cual no es algo nuevo, sino que está 
presente desde los orígenes de nuestra tradición, pero esta idea 
adquiere mayor valía tratándose del contrato de consumo y 
puede convertirse en instrumento de tutela que coadyuve 
al poder del consentimiento. 
La tesis general que pretendemos desarrollar es que el 
contrato que se fundamenta en el consenso está en deca-
dencia, y nos referimos no solo a los contratos de masa, a los 
estandarizados y en general a los de adhesión, en los que la 
voluntad de una de las partes queda reducida a su mínima ex-
presión —aceptar o no—, sino en general a todos los contratos. 
Por ello, sustentar la definición de contrato en el sinalagma
—obligación de una y otra parte—, en lugar de sustentarlo 
en el consenso, conduce al entendimiento del contrato desde 
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el punto de vista de reciprocidad, de interdependencia, de 
equilibrio, y lo hace instrumento de cooperación y no de po-
der1, susceptible a la integración con los principios del sistema 
y, por ende, entendible como expresión no de una voluntad 
absoluta, sino de un derecho fundamental a la autonomía 
privada que se mueve en el contexto de los demás derechos 
fundamentales y por ello debe armonizarse con estos en un 
ámbito regido por los valores del Estado social de derecho. 
Ahora bien, este cambio de concepción que reconoce el 
desvanecimiento de la fuerza de la voluntad como base del 
acuerdo en el contrato con el consumidor supone compren-
der la importancia de reconducir el derecho del consumidor 
a las categorías generales de protección propias del sistema 
de contratos, como una más de las relaciones que justifican 
la protección de la parte débil; sacarlo de esa isla de contrato 
superespecializado en la que se le ha pretendido recluir; 
reconocer que está expuesto a las exigencias de equilibrio, 
de información, de asesoría, de prohibición de cualquier 
tipo de abuso producto de la posición de dominio de quien 
posee mayores poderes negociales, etc., en tanto parte del 
género “contratos celebrados con un contratante débil”, y 
con ello ampliar su tutela con los elementos que conforman 
toda la tradición de la historia del contrato, incrementando 
1 Cfr. SaNdro SchIpaNI, “obligationes e sistematica, cenni sul ruolo ordinante 
della categoria”, en s. MaSuellI y L. ZaNdrINo, Linguaggio e sistematica nella 
prospettiva di un romanista. Atti Giornata in onore di L. Lantella, Turín, 2013, 
Nápoles, eSI, 2014, p. 123 y ss. El autor sostiene que desde el punto de vista 
de la sistemática de la materia, el sistema de derechos y de obligaciones que 
es elaborado resulta solo aparente, mientras las obligaciones tienden a ser 
absorbidas en los derechos, en modo funcional a un desarrollo unilateral e 
individualista de la relación. La elaboración de una parte general del contrato 
es hegemonizada por el problema de la transferencia del dominium y resulta 
corresponder a una orientación desequilibrada de ella hacia una prospectiva 
que no está dirigida a desarrollar aquella necesidad de cooperación entre 
sujetos independientes entre sí, que está en la raíz de la obligación, sino más 
bien a la adquisición del poder de uno sobre otro.
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así su protección y evitando a su vez el fraccionamiento de 
la categoría “consumidor”.
En este sentido, se pretende poner en evidencia una serie 
de instrumentos que permitan conjurar los riesgos de abuso 
que se ciernen sobre el consumidor pero no desde el reducido 
escenario del consumo, sino mediante el uso de las tutelas 
generales del contrato, entendido como “sinalagma” y ya no 
como mero consenso, dado que este nuevo entendimiento 
nos permitirá construir un contrato más justo.
En este contexto cobra gran relevancia el poder integrador 
de la buena fe en la relación contractual de consumo, pues la 
finalidad del negocio planteado en estos términos pone de 
presente la necesidad de preservar el equilibrio del contrato y 
el pleno cumplimiento de la finalidad del negocio, en el que la 
riqueza de la reciprocidad de las obligaciones que se incorporan 
al contrato por virtud de dicho poder integrador constituye 
garantía de tutela de los derechos del consumidor. De manera 
que a la vez que se preserva la legitimidad del consentimiento 
del consumidor con las exigencias de información adecuadas a 
los valores de la buena fe, se garantiza la sustancialidad de esta 
tutela con la integración de las obligaciones de la buena fe que 
permiten expresar el pleno carácter sinalagmático de la relación.
1. el origen del término “contrato” planteado 
por labeón está contenido en la definición 
de contractus como sinalagma
Es célebre la definición de contrato propuesta por Labeón, 
en la que se lo define con la expresión “ultro citroque 
obligationem”2: obligación de una y otra parte, lo cual 
comporta la reciprocidad. Y se caracteriza porque además 
tales obligaciones deben mantener una relación de inter-
2 D. 50.16.19.
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dependencia, de manera que si una de las obligaciones 
contrapuestas no surge por imposibilidad de la prestación, 
no surge tampoco la otra3.
Labeón le otorgaba así al término contractus “un significa-
do más profundo, relativo a la sustancia de la bilateralidad”4, 
ya no meramente subjetiva en cuanto limitada al consenti-
miento de dos o más sujetos, sino que la hacía residir en un 
elemento objetivo: la “reciprocidad”. Este concepto, como 
se desprende de los textos de Labeón, posee un carácter 
sustancial, en tanto permite tutelar en paridad de condi-
ciones las posiciones contractuales de las partes a la luz 
del principio de buena fe y que se enriquece con los efectos 
que el sinalagma expresa en función del equilibrio de la 
relación obligatoria. Así lo evidenció Aristón5, que subraya 
que del sinalagma emana una exigencia de equilibrio cuya 
preservación constituye uno de los atributos del sinalagma 
mismo, pues si una de las obligaciones lesiona gravemente el 
equilibrio contractual, es necesario que se adopten medidas 
que tiendan a restablecer dicho equilibrio.
Labeón y Aristón contribuyen así a la construcción de las 
dos columnas que sustentan la esencia del sinalagma en los 
negocios de buena fe: la reciprocidad de las obligaciones y 
la proporcionalidad o equilibrio de las prestaciones que de 
tales negocios emanan6. todo esto conduce a la convicción 
3 Cfr. fIlIppo gallo, Synallagma e conventio nel contratto. Ricerca degli archetipi 
della categoria contrattuale e spunti per la revisione di impostazioni moderne, 1.ª 
ed., vol. I, turín, Giappichelli, 1992, p. 157.
4 gIuSeppe groSSo, “La concepción de contrato en el derecho romano y su 
influencia en los derechos modernos”, en Roma e America. Diritto romano 
comune. Revista del Derecho de la Integración y Unificación del Derecho en Europa 
y América Latina, n.º 7, Mucchi Editore, 1999, p. 7.
5 D. 2.14.7, ulpIaNo, Comentarios al Edicto, libro Iv.
6 Martha lucía NeMe vIllarreal, La buena fe en derecho romano. Extensión del deber 
de actuar conforme a buena fe en materia contractual, 1.ª ed., bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 2010.
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de que el elemento consensual no es suficiente, pues las 
obligaciones de las partes en el contrato solo pueden di-
mensionarse “sobre la base de una valoración sustancial del 
intercambio de prestaciones, de la que emerge directamente 
la posición de paridad de las partes en la convención”7. 
La pérdida aparente8 de la tradición sinalagmática del 
contrato ocurrió mediante la asunción de la definición de 
pacto, sustentada en el consenso, como si fuera la de con-
trato, lo cual distaba mucho de ser así en el derecho roma-
no9 y de la generalización de la manifestación de Pedio de 
que toda obligación contiene una convención10, la cual fue 
transformada en “contrato es convención” en la paráfrasis 
de teófilo11 y trasfundida así a los códigos decimonónicos. 
7 groSSo, “La concepción de contrato en el derecho romano y su influencia en 
los derechos modernos”, cit., pp. 51 y 52.
8 Decimos “aparente” porque la reglamentación general de la categoría 
contrato en los códigos latinoamericanos se estructura no obstante sobre 
la base del sinalagma, la cual se expresa en los denominados “remedios 
sinalagmáticos”. A título de ejemplo, observamos la estructura del Código 
Civil de bello, en el que encontramos que un número considerable de normas 
de la materia contractual están pensadas respecto de los llamados “contratos 
sinalagmáticos”.
9 D. 50.12.3 pr. ulpIaNo, Disputas, libro Iv: “Pacto es el consentimiento y la 
convención de dos; pero la oferta es promesa del solo que la ofrece; y por lo 
tanto, se estableció que si por causa de un honor se hubiera hecho una oferta, 
se exija como deuda; pero también está establecido que el prometedor será 
obligado a terminar la obra comenzada, aunque no prometida por causa de 
un honor”; D. 2.14.7.4: “Pero cuando no subsiste ninguna causa, es sabido que 
entonces por la convención no puede constituirse obligación. Por consiguiente, 
el nudo pacto no produce obligación, pero produce excepción”.
10 D. 2.14.1, ulpIaNo, Comentarios al Edicto, libro Iv: “[…] como discretamente 
dice Pedio, no hay ningún contrato, ninguna obligación, que en sí no contenga 
convención, ya se haga de obra, ya de palabra; porque aun la estipulación, 
que se hace de palabra, es nula, si no tuviera el consentimiento”.
11 En la Paraphrasis de teófIlo a las Institutiones de Justiniano (teoph., Paraphr. 
3,13,2), se procedió a definir el contrato como “la convención y el consenso 
de dos o más sobre la misma cosa, con el fin de constituir una obligación, y de 
vincular uno al otro”.
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2. el tráNSIto de la SupreMacía de la voluNtad 
coMo fueNte del poder vINculaNte del coNtrato 
a Su declIve eN pro de la tutela del tráfIco MercaNtIl 
coN fuNdaMeNto eN la proteccIóN de la coNfIaNZa
Así pues, en el siglo xIx dominó una concepción subjetiva 
de contrato bajo el influjo de las doctrinas iusnaturalistas 
y de la escuela histórica del derecho, conforme a la cual la 
voluntad humana es la fuerza creadora de los efectos jurídicos del 
contrato y a cuyo amparo se forjó el denominado “dogma 
de la voluntad”, que expresa no solo un contenido técnico, 
relativo a que toda divergencia entre voluntad declarada 
y voluntad real comporta la nulidad del contrato, sino 
ideológico y político, en la medida en que exalta la libertad 
individual, sustento del modelo económico burgués y de la 
economía precapitalista, que se oponía al régimen feudal 
del status estratificado y rígido que imposibilitaba toda 
esperanza de ascenso social12.
Pero la consolidación del entorno capitalista exige cer-
tidumbre en el tráfico jurídico, la cual se ve gravemente 
menguada bajo una concepción subjetiva del contrato en 
la que cualquier discordancia entre el contrato y la esfera 
psíquica de las partes puede dar lugar a su nulidad y, por 
ende, a un desestímulo en la libre empresa. De suerte que 
en los albores del siglo xx resulta inminente el tránsito hacia 
una concepción objetiva del contrato conforme a la cual 
en el ámbito negocial ya no importa solamente la efectiva 
voluntad individual, sino también su “proyección social 
externa”, que toma forma en la “teoría de la declaración”, 
según la cual la voluntad debe ser considerada en tanto al 
tenor objetivo que asume mediante su externalización en la 
declaración que recibe la contraparte y en la cual este confía; 
12 vIceNZo roppo, Il contratto, Milán, Giuffrè, 2011, pp. 36-37.
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así, la disciplina moderna del contrato tornó a ser sensible 
a las exigencias de tutela de la confianza13, que implica que 
quien emite una declaración contractual “asume el riesgo de 
la confianza que la declaración crea”, lo cual, no obstante, no 
significa eliminar de tajo la autonomía de quien contrata14.
La aceptación de la teoría de la confianza significa re-
conocer la importancia que sume el valor objetivo de la 
declaración, aceptar la existencia de un tráfico comercial 
que debe ser tutelado más allá de la voluntad individual y, 
con el desarrollo de los contratos en masa y estandarizados, 
aceptar definitivamente el declive de la voluntad como 
sustento del contrato. Esto se hizo sentir aún más en ciertos 
contratos caracterizados por la desigualdad de poderes 
contractuales o, en general, por la circunstancia de que en 
el acuerdo el consenso de una parte, si bien formalmente 
presente, no tiene un papel efectivo o tiene un papel men-
guado en la determinación del contenido contrato y, por 
ende, es necesaria una particular tutela del legislador que 
proteja esta parte débil15. 
bajo los presupuestos voluntaristas, el contrato es en-
tendido como la reglamentación de una relación jurídica 
convenida por los contratantes, sustentada en el acuerdo 
de las partes, logrado mediante la voluntad de cada una 
13 sobre el devenir de la tutela de la confianza en el derecho, véase lo expuesto 
en Martha lucía NeMe vIllarreal, “El error como vicio del consentimiento 
frente a la protección de la confianza en la celebración del contrato”, en Revista 
de Derecho Privado, n.º 22, bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2012, 
pp. 169-218.
14 roppo, op. cit., p. 38-40, recuerda que bajo esta concepción objetiva también se 
desarrolló a mediados del siglo xx una concepción denominada preceptiva, 
que consideró que la esencia del contrato no residía en el fenómeno psicológico de 
la voluntad de las partes, sino en el fenómeno social de la autorregulación de los 
intereses de las partes, teoría que el autor considera discutible, en cuanto olvida 
que la regla contractual deriva fundamentalmente del acuerdo y sin él no 
subsistiría.
15 roppo, op. cit., pp. 43-44.
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de estas, por lo que se puede hablar de “una voluntad 
contractual única”16, de forma que el contrato solamente 
se forma cuando el reglamento contractual “es aportado 
por la voluntad de ambas partes”. De manera que con esta 
perspectiva, bien podría decirse que “el acuerdo es volun-
tad común de las partes” y, por ende, es un “acto bilateral 
de voluntad”17.
No obstante, este presupuesto de bilateralidad absoluta 
del consenso en la formación del contrato, fuertemente fun-
dado en el voluntarismo, comienza a desmoronarse desde 
temprano, cuando se ponen en evidencia las problemáticas 
relativas a los efectos vinculantes de la promesa unilateral 
ante la inexistencia de una aceptación manifiesta, el valor 
de silencio como comportamiento omisivo de aceptación en 
los eventos en que las obligaciones residen en el proponente, 
la aceptación por actos de ejecución de las prestaciones, la 
incidencia del error en el que la voluntad apenas aparente 
se contrasta con la confianza generada con la emisión de la 
declaración y, en general, en los vicios del consentimiento: 
abuso, amenaza, engaño, lesión, estado de debilidad, in-
defensión, ignorancia, etc. todo lo cual conduce al rechazo 
del dogma conforme al cual la pura voluntad es la base del 
contrato18 y, por ende, “revaloriza la importancia de la de-
claración y de la confianza, revaloriza la importancia de la 
causa, de la función del contrato, de la justicia contractual 
y el elemento objetivo del tipo contractual”19.
16 WeNer fluMe, El negocio jurídico (José María Miquel González y Esther Gómez 
Calle, trads.), 4.ª ed., Madrid, Fundación Cultural del Notariado, 1998, pp. 
724-725.
17 roppo, op. cit., p. 25.
18 rodolfo Sacco y gIorgIo de Nova, Il contratto, 1.ª ed., t. I, turín, utet, 1993, pp. 
37 y ss. y 309 y ss.
19 Ibid., p. 58. subrayan los autores, a página 316, que esta noción de voluntad 
contractual ha sido atacada por diversas razones: por constituir una expresión 
del individualismo, porque una concepción de voluntad absoluta fundamen-
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En este contexto, la “autonomía de la voluntad” se trans-
forma en “autonomía contractual”, y de potestad absoluta 
se torna en ejercicio de una libertad y, en consecuencia, debe 
ser valorada como un derecho fundamental de la persona, 
ligado a la iniciativa económica privada pero a su vez 
permeado por los demás derechos fundamentales, en un 
contexto en el que la libertad individual no campea como 
valor predominante, sino en el que “el Estado no puede 
limitarse a reconocer el derecho de cada uno de regular por 
sí mismo los propios intereses, si este derecho se convierte 
en un instrumento de abuso y daño de los otros. De manera 
que la intangibilidad de la voluntad individual cede frente 
ante la exigencia de justicia social”20. 
Ahora bien, el ejercicio de esta libertad negocial en con-
textos de disparidad económica, de asimetría de poderes 
de negociación y en general de contratación en masa o en 
condiciones generales en los que se ve muy restringida la li-
bertad de determinación del contenido del contrato conduce 
necesariamente a un “declinar de la voluntad contractual”, la 
cual se expresa fundamentalmente en la reducción del “pa-
pel del acuerdo” frente a las disposiciones imperativas que 
regulan el contrato, frente al significado objetivo del acuerdo 
que se adquiere por medio de los procesos de integración 
e interpretación del contrato que le otorgan un contenido 
que tiende a separarse de la mera voluntad intrínseca de las 
partes. Y en tercer lugar, esta restricción del papel del acuerdo 
tada en el elemento psicológico interno podría conducir a una exclusión de 
responsabilidad de quien, una vez creada una confianza con su declaración, 
pretende reducir el ámbito de sus obligaciones a los admitidos por la voluntad 
interna, o con el mismo razonamiento, a imponer condiciones abusivas a la 
parte débil, a una ambigüedad del contenido de las obligaciones declaradas 
frente a las realmente queridas por la voluntad del declarante, entre otros 
efectos no deseados en el marco de una relación jurídica.
20 ceSare MaSSIMo BIaNca, Diritto Civile, t. III, Il Contratto, 1.ª ed. con reimpresión 
actualizada, Milán, Giuffrè, 1998, pp. 31-33.
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se explicita en los contratos de masa o estandarizados, en 
los cuales, en materia de contenido del contrato, prevalece 
la disciplina unilateral del predisponente21.
3. la dIverSIdad eN la eStructura de laS relacIoNeS 
coNtractualeS eN laS que la voluNtad No tIeNe uN papel 
efectIvo o tIeNe uNo MeNguado eN la deterMINacIóN 
del coNteNIdo del coNtrato exIge uNa defINIcIóN de eSte 
que No Se SuSteNte eN la voluNtad, SINo eN el “SINalagMa”, 
el cual poNe eN evIdeNcIa que la relacIóN gIra eN torNo 
a la recIprocIdad, la INterdepeNdeNcIa y el equIlIBrIo22
hemos mostrado las razones por las cuales fundar el con-
cepto de contrato sobre el mero consenso y, más aún, sobre 
la voluntad, resulta no solo insuficiente, sino ajeno a las 
exigencias de una concepción del ius propia de un Estado 
social de derecho que promueve la tutela efectiva de los 
derechos a fin de lograr la justicia social. 
En este contexto, consideramos sumamente fructífero 
reproponer una visión que funde el concepto de contrato 
en el “sinalagma”, en cuanto ello permite la valoración 
integral del comportamiento de las partes y del contenido 
y función del negocio que se manifiesta tanto en función 
de reciprocidad e interdependencia de las obligaciones 
surgidas del contrato como en la proporcionalidad de las 
prestaciones. La tutela de estos elementos se realiza no 
21 Ibid., pp. 35-36.
22 sobre este particular, retomamos en general las posturas planteadas en 
Martha lucía NeMe vIllarreal, “Carácter sinalagmático perfecto de los 
contratos unilaterales, una lectura a partir de la función de los contratos”, 
en Obligaciones, contratos, responsabilidad, 1.ª ed., bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, Grupo para la Armonización del Derecho Privado 
Latinoamericano, 2011.
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solo en la formación y celebración del contrato, sino que 
está presente en todo el devenir de la relación obligatoria. 
Es justamente esta reciprocidad —y la necesidad de 
preservar un equilibrio en la relación contractual— lo que 
explica que la buena fe deba poseer una dirección bilateral 
y, en consecuencia, pueda operar no solo respecto a los 
derechos y obligaciones de ambas partes en el contrato, 
sino en el sentido de ampliar ya sea las obligaciones asu-
midas mediante el contrato, o limitar dichas obligaciones 
contractuales, en los casos en que hacerlas valer según su 
tenor literal contrastaría precisamente con el propio prin-
cipio de buena fe23.
En consecuencia, aquello que tenemos por cierto —la 
definición de contrato como “acuerdo”— ni ha sido siem-
pre así ni se prospecta como la definición adecuada en el 
derecho contemporáneo. En efecto, creemos firmemente que 
el concepto de contrato antes que gravitar exclusivamente 
alrededor de la autonomía contractual deberá hacerlo tam-
bién en torno al de justicia contractual mediante la identi-
ficación del contrato con el sinalagma24. Ello comportaría 
“poner de resalto las exigencias fundamentales de equidad 
y transparencia”25, en tanto permitiría comprender que en 
múltiples oportunidades el contrato debe ser entendido 
“como un instrumento mediante el que se coadyuva un 
orden público económico y social que a la vez que dirige 
23 eMIlIo BettI, Teoria generale delle obbligazioni, vol. I, Prolegomeni, funzione 
economico-sociale dei rapporti d’obbligazione, Milán, Giuffrè, 1953, pp. 93 
y 94.
24 davId eSBorraZ, Contrato y sistema en América Latina, 1.ª ed., santa Fe, rubinzal 
Culzoni Editores, 2006, p. 244.
25 SaNdro SchIpaNI, “releer los Digesta de Justiniano para un Código de las 
obligaciones latinoamericano”, en Roma e America. Diritto romano comune. Revista 
de Derecho de la Integración y Unificación del Derecho en Europa y América Latina, n.º 
26, bogotá-roma, Universidad Externado de Colombia-Centro di studi Giuridici 
Latinoamericani, Università di roma tor Vergata-cNr, 2008, p. 64.
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la economía, permite la protección de los débiles”26, porque 
permite crear conciencia de que el contrato, en la perspectiva 
del derecho contemporáneo, deja de ser un instrumento de 
disciplina individual de intereses privados destinado a la 
protección exclusiva de derechos subjetivos individuales, 
para convertirse en un medio apto para desempeñar fun-
ciones de cooperación entre sus agentes, de manera que 
por medio del contrato el derecho influye en las estructu-
ras sociales retomando su papel de organizador de dichas 
relaciones27. 
4. eS fuNdaMeNtal coMpreNder la IMportaNcIa 
de recoNducIr el derecho del coNSuMIdor a laS categoríaS 
geNeraleS de proteccIóN propIaS del SISteMa de coNtratoS, 
coMo uNa MáS de laS relacIoNeS aSIMétrIcaS que juStIfIcaN 
por ejeMplo la proteccIóN de la parte déBIl, laS exIgeNcIaS 
de equIlIBrIo del coNtrato, de INforMacIóN, de aSeSoría, de 
prohIBIcIóN de cualquIer tIpo de aBuSo producto 
de Su poSIcIóN de doMINIo
El ordenamiento jurídico constituye una unidad; no se le 
puede ver como un conjunto de compartimentos separados, 
sin correlación alguna. Ciertamente, la coherencia del sistema 
se preserva en materia del consumidor cuando se le entien-
de como una subcategoría de la “parte débil” que le otorga 
por derecho propio unas tutelas generales previstas para 
todo tipo de contratos, sin desconocer sus particularidades 
26  jorge MoSSet IturraSpe, Justicia contractual, 1.ª ed., buenos Aires, Ediar, 1978, 
p. 44.
27 Cfr. calIxto SaloMãho fIlho, “breves acenos para uma análise estruturalista 
do contrato (a la luz do Código Civil brasileiro de 2002)”, en Roma e America 
diritto romano comune. Revista de Derecho de la Integración y Unificación del Derecho 
en Europa y América Latina, n.º 27, bogotá-roma, Universidad Externado de 
Colombia-Centro di studi Giuridici Latinoamericani. Università di roma tor 
Vergata-cNr, 2009, pp. 92, 100.
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y sin que sea necesario preverlas de manera específica para 
el derecho de consumo.
Los principios que estructuran nuestro sistema jurídico 
forman parte de una antigua tradición28 que nos fue lega-
da y conforma una unidad articulada cuya individuación 
sirve para orientar una interpretación armónica de los or-
denamientos frente a las nuevas realidades, de particular 
importancia en el ámbito del derecho de obligaciones, en 
materia ambiental y de tutela del consumidor, entre otras 
disciplinas29.
ha sostenido la doctrina que reconocer la perspectiva de 
sistema le permite al jurista “encontrar la solución aplica-
ble sirviéndose del diálogo, de la interacción con el sistema 
jurídico sobre el que se sienta su ordenamiento, […] que 
lleva al jurista a un mayor entendimiento de las categorías 
dogmáticas actuales y a retomar las problemáticas a partir 
de categorías fundamentales”30.
28 SaNdro SchIpaNI, “riconoscimento del sistema, interpretazione sistematica, 
armonizazione e unificazione del diritto”, en Roma e America Diritto romano 
comune, Rivista di diritto dell’integrazione e unificzione del diritto in Europa e in 
America Latina, nº. 24, Modena, Cedam, 2007, p. 9. se refiere SchIpaNI a la uni-
dad propia del sistema jurídico romanista, que en sus palabras acuñó durante 
siglos un derecho común a los pueblos que contenía la ley, la ciencia jurídica, 
sus controversias, que era abierto a las costumbres y creado por los hombres y 
para los hombres, el cual fue recibido en las codificaciones modernas y hecho 
propio, de manera que integra en un nivel superior una unidad que asume 
carácter universal, que como unidad que tiene una identidad propia resiste 
frente a las instituciones que estén en contraste con sus propios principios, 
que son patrimonio común de la humanidad.
29 SchIpaNI, “riconoscimento del sistema, interpretazione sistematica, armoni-
zazione e unificazione del diritto”, cit., p. 14.
30 catalINa Salgado, “breves reflexiones sobre la interacción entre ordenamiento 
y sistema del ius romanum”, en davId eSBorraZ, gIovaNNI prIorI et al., Sistema 
jurídico romanista y subsistema jurídico latinoamericano. Liber discipulorum para el 
profesor Sandro Schipani, 1.ª ed., bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
2013, p. 203-204.
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En efecto, hemos manifestado31 que los principios que 
orientan el ordenamiento32 y el sistema entero guían la 
interpretación y la aplicación del derecho33, dotándolo de 
la coherencia y de la legitimidad que genera el consenso 
31 sobre este particular ya nos hemos manifestado, y retomamos aquí algunas 
de las ideas expuestas en Martha lucía NeMe vIllarreal, “Pacta sunt servanda 
y rebus sic stantibus, tensiones entre los principios de buena fe y autonomía 
contractual”, en carloS SorIaNo cIeNfuegoS, Pacta sunt servanda y rebus sic 
stantibus. Desarrollos actuales y perspectivas históricas, 1.ª ed., México, D. F., Novum 
Editorial-Universidad Panamericana, 2014, pp. 191-196; Martha lucía NeMe 
vIllarreal, “Principios, cláusulas generales y estándares como orientadores 
del sistema”, en eMIlSSeN goNZáleZ de caNcINo, édgar cortéS MoNcayo y felIpe 
NavIa arroyo, Estudios de derecho civil en memoria de Fernando Hinestrosa, 1.ª ed., 
t. I, bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2014, pp. 303-319.
32 joSé félIx chaMIe, “Principios generales del derecho, derecho romano, 
codificación y armonización, una perspectiva hacia la nueva fijación del 
derecho en el siglo xxI”, en davId eSBorraZ, gIovaNNI prIorI et al., Sistema 
jurídico romanista y subsistema jurídico latinoamericano. Liber discipulorum para el 
profesor Sandro Schipani, 1.ª ed., bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
2013, p. 98 y ss.
33 Corte suprema de Justicia colombiana: “En sentencia de 20 de mayo de 
1936, la Corte sentó como doctrina que las reglas generales del derecho son 
verdaderos principios y que estos hacen parte del ordenamiento jurídico. 
En ese fallo, que acoge la doctrina de Geny y Josserand, se lee que ‘todo el 
derecho no está encerrado dentro de la legalidad; alrededor de la regla formal, 
alrededor del derecho escrito, vive y hierve todo un mundo de principios, 
de directivas y de standars, en los cuales distingue muy justamente hauriou 
los principios constitucionales del comercio jurídico, y como una especie 
de super-legalidad […]. Entre esas directivas pueden citarse […] la regla 
communis facit jus, la teoría del enriquecimiento sin causa y, sobre todo, la 
del abuso del derecho: aunque ningún texto de derecho positivo las enuncie 
en su forma general, la realidad de esos dogmas consuetudinarios es tan cierta 
como puede serla la de los principios consignados en los términos más 
expresos e imperativos. Más aún: aquellos dogmas consuetudinarios están 
por encima de estos principios, puesto que escapan a la arbitrariedad del 
legislador, que no podría desconocer esas verdades superiores, a las cuales 
él mismo está subordinado, ya que no emanan de él. Los derechos que este 
reglamenta no se realizan abstractamente y en el vacío: funcionan en un medio 
social; desempeñan un papel en ese medio, socialmente, no en una dirección 
cualquiera sino en vista de fines determinados; su misión es la de realizar la 
justicia y ellos no podrían rebelarse contra esta sin que se incurriera en un 
contrasentido jurídico, en un abuso que acarrearía una sanción’” (bastardilla 
nuestra). sent. Cas. Civ. de. G. J. xlIII, 47-48, reiterada en la sentencia de la 
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de las decisiones adoptadas con fundamento en razones 
sustanciales, como los principios. En este contexto, el or-
denamiento constitucional y los principios que lo integran 
proporcionan un criterio de correlación entre las fuentes 
de derecho. Este criterio se encuentra dotado de una par-
ticular autoridad jerárquica34, en cuanto reúne los valores 
considerados esenciales al sistema jurídico del cual abrevan. 
Una interpretación sistemática exige llevar a cabo 
un proceso hermenéutico como mecanismo ineludible 
en la aplicación del derecho, que excluye las soluciones 
absolutas fundamentadas sobre la derogación tácita de 
normas incompatibles y, por el contrario, impone criterios 
de coordinación que considere la recíproca influencia que 
las diversas fuentes del derecho pueden llegar a realizar 
entre sí35. Este complicado proceso hermenéutico pone en 
evidencia la insuficiencia de los métodos tradicionales de 
interpretación36 y la consecuente necesidad de acudir a 
un método que permita absolver de manera adecuada las 
Corte suprema de Justicia colombiana, sala Casación Civil, de 7 de octubre 
de 2009, exp. 05360-31-03-001-2003-00164-01.
34 De “criterio de correlación al cual se confiere una autoridad” y, en tal virtud, 
permite la solución de conflicto de fuentes, habla BruNo MIrageM, “Eppur 
si muove, Diálogo das fontes como método de interpretação sistemática no 
direito brasileiro”, en claudIa lIMa MarquéS, Diálogo Das Fontes. Do conflito 
à coordenação de normas do direito brasileiro, 1.ª ed., são Paulo, revista dos 
tribunais, 2012, p. 68.
35 Cfr. roBert alexy, Teoría del discurso y derechos humanos (Luis Villar borda, 
trad.), 1.ª ed., bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2005, pp. 39-46.
36 Al respecto, claudIa lIMa MarqueS, “Diálogo das fontes como método da nova 
teoría geral do direito”, en Diálogo Das Fontes. Do conflito à coordenação de normas 
do direito brasileiro, 1.ª ed., são Paulo, revista dos tribunais, 2012, p. 33, señala: 
“Los criterios clásicos de solución de los conflictos de leyes eran, por orden de 
importancia creciente: 1) la anterioridad (la ley más nueva supera y sustituye 
del sistema la ley anterior en conflicto); 2) la especialidad (una ley general 
nueva no deroga una ley especial antigua, a no ser que la incorpore o incorpore 
su materia totalmente […]); 3) La jerarquía (una ley jerárquicamente superior, 
por ejemplo por su origen constitucional o una ley complementaria en relación 
a una ley ordinaria, una ley en relación con una ordenanza administrativa, 
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mencionadas complejidades; de ahí que se haya propuesto 
como alternativa el denominado “método del diálogo de las 
fuentes”37, que a nuestro juicio constituye no una novedad, 
sino más bien una renovación de la forma de razonar de 
los antiguos juristas romanos en la construcción del sistema 
jurídico38. 
La teoría del diálogo de las fuentes entiende que en favor 
de un sistema eficiente y justo en cuyo centro destaca la 
protección de los derechos fundamentales de la persona39, 
la solución de los conflictos de leyes emerge de un diálogo 
entre las más diversas fuentes, pues “todas estas fuentes no 
se excluyen más, no se derogan mutuamente; al contrario, 
ellas hablan unas con otras y los jueces están llamados a 
tiene prioridad de aplicación y puede derogar una ley de jerarquía inferior 
en conflicto”.
37 Los trabajos de erIk jayMe han promovido el uso de la expresión “diálogo de 
las fuentes” como método de interpretación y aplicación del derecho. Véase: 
erIk jayMe, “osservazioni per una teoría postmoderna della comparazione 
giuridica”, en Rivista Di Diritto Civile, n.º 6, Padua, Cedam, 1997, p. 251 y ss.
38 recuérdese que los juristas romanos eran proclives a las distinciones sutiles, a 
las elaboraciones jurisprudenciales de carácter eminentemente práctico; que se 
servían de la dialéctica; que realizaban aplicaciones indefinidas; que a su vez que 
trabajaban en el reconocimiento de la existencia de un derecho consuetudinario 
presente en la realidad social, promovían las permanentes adaptaciones del 
ius civile recibidas en las mores (cfr. fIlIppo gallo, Interpretazione e formazione 
consuetudinaria del diritto. Lezioni di diritto romano, 1.ª ed., turín, Giappichelli, 
1993, pp. 16-24); que en el proceso de elaboración del ius modelaban esquemas 
y negocios a las nuevas finalidades que imponía la mayor complejidad de la 
vida; que buscaban y elaboraban definiciones, generalizaciones y reglas que 
conformaban un pensamiento jurídico nutrido de la gran ductilidad de la 
intervenciones del pretor y, por ende, atento a las exigencias de flexibilidad que 
requería la dualidad de ordenamientos y fuentes que operaban sobre planos 
diversos, todo lo cual les permitió a los romanos construir un sistema jurídico 
sensible a las exigencias de la equidad, en consonancia con la concreta realidad 
de las exigencias sociales (cfr. gIuSeppe groSSo, Lezioni di storia del diritto romano, 
5.ª ed., turín, Giappichelli, 1965, p. 302).
39 subraya justamente gadaMer que “el hacerse capaz de entrar en diálogo a 
pesar de todo es, a mi juicio, la verdadera humanidad del hombre”. haNS 
georg gadaMer, Verdad y método (Manuel olasagasti, trad.), vol. II, reimpresión 
de la 1.ª ed., de 1986, salamanca, sígueme, 2010, p. 209.
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coordinar estas fuentes ‘escuchando’ lo que estas fuentes 
‘dicen’”40. El método del diálogo de las fuentes permite que 
haya armonía entre los diversos niveles del ordenamiento 
jurídico en procura de un equilibrio de este y de una plena 
realización de los valores constitucionales41, que por su-
puesto recogen muchos de los principios ancestrales del 
derecho privado, los cuales, a su vez, se nutren de otros 
valores constitucionales y de entera tradición de nuestro 
sistema jurídico.
Así, la teoría del diálogo de las fuentes permite la fun-
cionalidad de un ordenamiento jurídico plural y complejo, 
en tanto apunta al logro de la coherencia de este. La pe-
culiaridad del método reside en que, por una parte, exige 
establecer un procedimiento de interpretación sistemático 
que privilegie la coherencia y la unidad del ordenamiento 
jurídico en el marco del sistema al que pertenece, y por otra, 
admite a priori la posibilidad de aplicación a un mismo caso, 
de manera simultánea y con carácter complementario, de 
normas distintas, aparentemente antinómicas42. Lo cual es 
posible en el entendimiento de que se trata de un método 
que parte del “diálogo”, lo que supone un discurso que 
comprende dos posiciones diferentes y no necesariamente 
contrapuestas, esto es, una composición de la diferencia 
mediante discursos que se alternan43.
40 erIk jayMe, “Identité culturelle et intégratio: le droit international privé 
postmoderne”, en Recueil des Cours de l’Academie de Droit International de la 
Haye, haye, Nijhoff, 1995, pp. 60 y 251.
41 Marcelo ScheNk duque, “o transporte da teoría do diálogo das fontes para a 
teoría constituição”, en claudIa lIMa MarquéS, Diálogo Das Fontes. Do conflito 
à coordenação de normas do direito brasileiro, 1.ª ed., são Paulo, revista dos 
tribunais, 2012, p. 150.
42 En este sentido, MIrageM, “Eppur si muove: Diálogo das fontes como método 
de interpretação sistemática no direito brasileiro”, cit., p. 80.
43 El término “diálogo” viene del griego dià (‘a través’) y logos (‘discurso’), e indica 
la confrontación verbal entre dos o más personas, el medio útil para expresar 
sentimientos diversos y discutir ideas no necesariamente contrapuestas. Cfr. 
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todas estas afirmaciones relativas a la comprensión del 
derecho como sistema y a la interpretación de las normas 
del ordenamiento bajo el entendimiento de que conforman 
una unidad que debe ser interpretada coherentemente 
adquieren mayor relevancia cuando contrastamos que, en 
la práctica, el desconocimiento de una interpretación siste-
mática de las reglas que protegen al consumidor conduce 
a graves inconsistencias y a la clamorosa restricción de sus 
legítimos derechos.
Un claro ejemplo de ello pudimos verlo con la sentencia 
C-909 de 2012 de la Corte Constitucional, en la que se analiza-
ba la exequibilidad de la Ley 1328 de 2009, que en el artículo 
11 prohíbe la incorporación a los contratos financieros de 
adhesión de cláusulas o estipulaciones contractuales abusi-
vas, y en el artículo 12 se prohíbe la utilización de prácticas 
abusivas en los contratos financieros, disposición en la que 
procede a enumerar algunas de las que se consideran cláu-
sulas abusivas y se cierra con una autorización de carácter 
general que le otorga a la superintendencia Financiera la 
facultad de determinar de manera previa y general otras 
cláusulas además de las cuatro indicadas en la ley. 
Así mismo, en el parágrafo del citado artículo 12 se dis-
puso que “las prácticas abusivas están prohibidas a partir 
de la entrada en vigencia de la presente norma y serán sancio-
nables conforme lo dispone la superintendencia Financiera 
de Colombia y la ley” (bastardilla nuestra)44. 
Voz “diálogo”, en M. cortelaZZo y P. ZollI ZaNIchellI, L’etimologico minore. 
Dizionario etimologico della lingua italiana, 2004.
44 Ley 1328 de 2009, art. 11: “Prohibición de utilización de cláusulas abusivas en contra-
tos. se prohíbe las cláusulas o estipulaciones contractuales que se incorporen en 
los contratos de adhesión que: // a) Prevean o impliquen limitación o renuncia 
al ejercicio de los derechos de los consumidores financieros. // b) Inviertan 
la carga de la prueba en perjuicio del consumidor financiero. // c) Incluyan 
espacios en blanco, siempre que su diligenciamiento no esté autorizado deta-
lladamente en una carta de instrucciones. // d) Cualquiera otra que limite los 
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Esta última disposición parece crear ex novo la prohi-
bición de abuso en el sistema financiero45, con lo que el 
legislador introduce una disposición técnica que desconoce 
que la tradición de nuestro sistema jurídico prohíbe desde el 
comienzo del propio Código Civil la introducción de cláusulas 
abusivas en los contratos. Así mismo, un planteamiento como 
el contenido en la norma en cita resulta asistemático, como 
quiera que los contratos financieros no pueden interpretarse 
al margen del régimen legal general de las obligaciones y 
derechos de los consumidores financieros y deberes de las entidades vigiladas 
derivados del contrato, o exonere, atenúe o limite la responsabilidad de dichas 
entidades, y que puedan ocasionar perjuicios al consumidor financiero. // e) Las 
demás que establezca de manera previa y general la superintendencia Finan-
ciera de Colombia”. Ley 1328 de 2009, art. 12: “Prácticas abusivas. se consideran 
prácticas abusivas por parte de las entidades vigiladas las siguientes: // a) El 
condicionamiento al consumidor financiero por parte de la entidad vigilada 
de que este acceda a la adquisición de uno o más productos o servicios que 
presta directamente o por medio de otras instituciones vigiladas a través de su 
red de oficinas, o realice inversiones o similares, para el otorgamiento de otro 
u otros de sus productos y servicios, y que no son necesarias para su natural 
prestación. // b) El iniciar o renovar un servicio sin solicitud o autorización 
expresa del consumidor. // c) La inversión de la carga de la prueba en caso de 
fraudes en contra de consumidor financiero. // d) Las demás que establezca 
de manera previa y general la superintendencia Financiera de Colombia. // 
Parágrafo.— Las prácticas abusivas están prohibidas a partir de la entrada en 
vigencia de la presente norma y serán sancionables conforme lo dispone la 
superintendencia Financiera de Colombia y la ley” (bastardilla nuestra).
45 Como lo señaló el profesor jorge corredor en ponencia presentada en el 
simposio de Derecho Económico sobre Estudios sobre el Consentimiento del 
Consumidor, celebrado en la Universidad Externado de Colombia los días 
5 y 6 de abril de 2018: “antes de la promulgación de la Ley 1328 de 2009, ya 
existían desarrollos jurisprudenciales tanto de la Corte suprema de Justicia 
y de laudos arbitrales, en los cuales se reconocía la existencia de cláusulas 
abusivas, sus requisitos y los efectos jurídicos cuando se está frente a dicha 
cláusula. Esto justificado en interpretaciones de la misma Constitución, la 
legislación general y de principios generales —además de que— existía el 
artículo 98 n.º 4 del eoSf, que señala: ‘igualmente, en la celebración de las 
operaciones propias de su objeto dichas instituciones deberán abstenerse de 
convenir cláusulas que por su carácter exorbitante puedan afectar el equilibrio 
del contrato o dar lugar a un abuso de posición dominante’”.
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de los contratos que desde siempre y al amparo de la buena 
fe prohíbe las conductas abusivas. 
Lo que nos preguntamos de inmediato es si esto quiere 
decir que las prácticas abusivas realizadas antes de la expe-
dición de la ley quedarían impunes, como si fuera la ley la 
que creara por primera vez el abuso del derecho en materia 
financiera, bajo el argumento de que “el Congreso de la 
república no podía delegar en la superintendencia Finan-
ciera de Colombia la posibilidad de definir cuáles son las 
cláusulas y prácticas abusivas”, como si acaso el establecer 
las cláusulas abusivas fuera una novedosa competencia 
restringida del legislador. ¿Acaso todo intérprete, juez o 
árbitro no podría determinar el carácter abusivo de una 
cláusula apoyándose en una interpretación sistemática de 
los códigos Civil y comercial, así como de la propia Cons-
titución, que prohíben todo abuso?
La propia superintendencia, en defensa de las atribucio-
nes que le fueron conferidas, sostiene que “el señalamiento 
de una cláusula o práctica como abusiva, debe hacerse pre-
viamente, por lo que no es posible que la superintendencia 
viole algún derecho de las entidades bajo su vigilancia, ya 
que daría a conocer su criterio con anterioridad”. A nuestro 
juicio, este argumento no solo constituye una aceptación 
irrestricta de los límites que la ley y la jurisprudencia (sent. 
C-909 de 2012) le imponen a la entidad de control en la in-
terpretación y aplicación de un derecho ya preexistente, sino 
que parece poner énfasis en la tutela de las entidades vigi-
ladas antes que en los consumidores, para no sorprenderlas 
con la individualización de prácticas abusivas, aunque ello 
signifique no proteger a los consumidores de esas mismas 
prácticas que son apenas aplicaciones de la prohibición de 
abuso, lo cual no puede menos de generarnos perplejidad. 
si este razonamiento prevaleciera, ¿quedamos acaso los 
ciudadanos sujetos a sufrir impunemente las consecuencias 
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de las cláusulas abusivas que aún no hayan sido detectadas 
por la superintendencia Financiera?
Y que no se nos diga que la determinación del carácter 
abusivo de una cláusula en un contrato financiero es una 
manifestación de la intervención del Estado en la actividad 
económica y de determinadas funciones de policía adminis-
trativa. Es decir, que es una materia sujeta a reserva de ley, 
conforme a la cual la definición de los elementos básicos de 
las limitaciones de las libertades económicas corresponde 
exclusivamente al legislador46, porque ello contradice el 
carácter sistemático del derecho, en el que la censura como 
abusivas de tales cláusulas es una simple aplicación de la 
teoría general del poder integrador del contrato, a la luz de 
la buena fe. De lo cual habría que interpretar que la fuente 
de las obligaciones que prohíben el abuso son la ley civil, la 
comercial y la propia Constitución, que prohíben de siglos 
atrás esas prácticas, por lo que tildarlas de abusivas sería una 
mera aplicación de tales normas, sin que ello configurara 
un desplazamiento de competencia alguna. 
Y por ende, si las facultades de inspección, vigilancia 
y control sobre quienes realicen actividades financieras, 
bursátiles, aseguradoras y cualquier otra relacionada con 
el manejo, aprovechamiento e inversión de recursos capta-
dos del público es ejercicio compartido entre el Congreso 
y el presidente de la república y debe ser cumplido por el 
Gobierno nacional de acuerdo con la ley, pues es esta la que 
46 En efecto, en la referida sentencia C-352 de 2009, la Corte sostiene que 
las libertades económicas no son absolutas, pero que la definición de los 
elementos básicos de las limitaciones de las libertades económicas corresponde 
exclusivamente al legislador, y si bien por mandato del 189-11 superior, el 
Ejecutivo puede intervenir en la regulación de la economía en ejercicio de sus 
potestades reglamentaria y de inspección, vigilancia y control. sin embargo, 
su participación debe sujetarse a la ley, es decir, ni el reglamento ni las labores 
de inspección, vigilancia y control pueden ser una fuente autónoma de 
obligaciones. 
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prohíbe dichas cláusulas y el Gobierno, encabezado por la 
superintendencia, nada nuevo crea, solo aplica la ley que 
prohíbe las cláusulas abusivas. 
No hacerlo, esto es, no aplicar la prohibición de abuso 
con el sentido general y amplio que contiene la ley civil47, 
comercial48 y la Constitución49 y no con el reducido universo 
de las prohibiciones expresas y a futuro de la reglamenta-
ción de la superintendencia, quebranta en su integridad el 
sistema jurídico.
Por otra parte, esta desconexión entre el régimen especial 
financiero y el régimen general de las obligaciones y de los 
contratos ha amenazado con introducir el fraccionamiento 
de la categoría de “consumidor”: situando de un lado a los 
consumidores y del otro a los clientes o usuarios de servicios, 
negándoles, como ha pretendido hacerse, a estos últimos 
las tutelas previstas para el consumidor.
Por el contrario, creemos que a la luz de los principios que 
rigen la contratación en general, la necesidad de protección 
para cualquiera de estos sujetos deriva de la asimetría de 
poderes en la relación, sea o no contractual, sea directamente 
relacionada con un contrato financiero con el cliente o con el 
desarrollo de una mera labor de recaudo. Es esta debilidad 
de la parte que se relaciona con el banco o pretende hacerlo 
la que determina la existencia de la protección. 
47 La prohibición de abuso del derecho emana del principio de buena fe, y por 
ende, se desprende del artículo 1603 del Código Civil colombiano y además 
encuentra aplicaciones específicas en el Código Civil en materia de ejercicio 
legítimo del derecho a la propiedad, previsión contenida en el artículo 669 
y en las disposiciones relativas a la responsabilidad, arts. 2341, 2343 y 2356, 
entre otros.
48 El Código de Comercio colombiano, en el artículo 830, dispone que “el que 
abuse de sus derechos estará obligado a indemnizar los perjuicios que cause”.
49 Constitución Política colombiana, art. 95, num. 1: “son deberes del ciudadano 
 respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios”. 
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No obstante y, por fortuna, la Ley 1328 de 2009 superó las 
tendencias a desarticular la categoría de “consumidor” al in-
cluir en la definición de “consumidor” tanto al cliente efectivo 
como al usuario y cliente potencial de las entidades finan-
cieras50. Así se reconoció que en la categoría de consumidor 
financiero quedaban comprendidas también las personas que 
se encontraran en la fase de tratos preliminares o entablaran 
con la entidad financiera relaciones ocasionales en las que el 
banco desarrollara labores de cooperación con el Estado o con 
otras empresas para realizar el recaudo de ciertas obligaciones, 
pues se encuentran en la condición de parte débil y deben 
objeto de esta tutela particular. No obstante, permanece un 
vacío en la tutela del usuario y eventualmente del cliente 
potencial, en lo que atañe a la posibilidad de acudir ante la 
superintendencia Financiera para que en ejercicio de sus 
facultades jurisdiccionales resuelva las controversias que se 
susciten entre estos y entidades financieras, como quiera que 
tanto el Estatuto del Consumidor51 como el Código General 
50 Ley 1328 de 2009, art. 2.º: “Definiciones. Para los efectos del presente régimen, 
se consagran las siguientes definiciones: // a) Cliente: es la persona natural o 
jurídica con quien las entidades vigiladas establecen relaciones de origen legal 
o contractual, para el suministro de productos o servicios, en desarrollo de 
su objeto social. // b) Usuario: es la persona natural o jurídica quien, sin ser 
cliente, utiliza los servicios de una entidad vigilada. // c) Cliente potencial: es 
la persona natural o jurídica que se encuentra en la fase previa de tratativas 
preliminares con la entidad vigilada, respecto de los productos o servicios 
ofrecidos por esta. // d) Consumidor financiero: es todo cliente, usuario o 
cliente potencial de las entidades vigiladas. […]”.
51 Ley 1480 de 2011, por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor 
colombiano, art. 57: “Atribución de facultades jurisdiccionales a la Superintendencia 
Financiera de Colombia. […] En desarrollo de la facultad jurisdiccional atribuida 
por esta ley, la superintendencia Financiera de Colombia podrá conocer de las 
controversias que surjan entre los consumidores financieros y las entidades 
vigiladas relacionadas exclusivamente con la ejecución y el cumplimiento 
de las obligaciones contractuales que asuman con ocasión de la actividad 
financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, 
aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público”.
34
del Proceso52 limitan dicha competencia a las controversias 
contractuales53.
5. el deBer de INforMacIóN coNtractual eS uNa 
oBlIgacIóN eMaNada de la BueNa fe, la cual facIlIta 
decIdIr la coNveNIeNcIa del NegocIo, preveNIr loS rIeSgoS 
y deterMINar el alcaNce de laS oBlIgacIoNeS y loS derechoS 
aSuMIdoS eN araS de uNa correcta ejecucIóN del coNtrato 
El renovado derecho de los contratos se enriquece cada 
vez con más reglas de diferente naturaleza, con el fin de 
garantizar la efectividad del contrato54. La buena fe cumple 
la función de integrar al entramado normativo contractual 
un conjunto de reglas y valores que les permiten a las partes 
satisfacer sus intereses y realizar la función y la operación 
económico-social prevista en el contrato55. 
52 Ley 1564 de 2012, por medio de la cual se expide el Código General del 
Proceso colombiano, art. 24: “Ejercicio de funciones jurisdiccionales por 
autoridades administrativas. […] 2. La superintendencia Financiera de Colombia 
conocerá de las controversias que surjan entre los consumidores financieros 
y las entidades vigiladas relacionadas exclusivamente con la ejecución y el 
cumplimiento de las obligaciones contractuales que asuman con ocasión de la 
actividad financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el 
manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público”.
53 tal como lo sostuvo el profesor jorge corredor en ponencia presentada en el 
simposio de Derecho Económico sobre Estudios sobre el Consentimiento del 
Consumidor, celebrado en la Universidad Externado de Colombia los días 5 
y 6 de abril de 2018.
54 luIS arMaNdo toloSa, “De los principios del derecho obligacional y contractual 
contemporáneo”, en Estudios Socio-Jurídicos, vol. 19, n.º 2, 2017, pp. 13-61. sobre 
la aplicación del principio de efectividad en el derecho civil, véase gIuSeppe 
vettorI, “Il diritto ad un rimedio effettivo nel diritto privato europeo”, en 
Juscivile, n.º 2, 2017, p. 152 y ss.
55 lodovIco BaraSSI, La teoria generale delle obbligazioni, L’attuazione, vol. III, Milán, 
Giuffrè, 1948, p. 4 y ss.; alBerto MoNtel, “buona fede”, en Novissimo digesto 
italiano, vol. II, turín, Utet, 1957, p. 598 ss.; Salvatore roMaNo, “buona fede 
(diritto privato)”, en Enciclopedia del diritto, vol. v, Milán, Giuffrè, 1955, p. 677; 
ugo NatolI, L’attuazione del rapporto obbligatorio, t. I, en Trattato di diritto civile e 
commerciale Cicu e Messineo, Milán: Giuffrè, 1974, p. 12 ss.; lINa BIglIaZZI gerI, 
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En efecto, las reglas que se insertan o se entienden inclui-
das en el reglamento contractual no se deducen solamente 
de una lógica de mercado o de la consideración de la posi-
ción y del comportamiento concreto de las partes, sino de 
aquellos valores que están en armonía con los principios 
que fundan el sistema y con los cuales el ordenamiento 
legitima el actuar del privado56. Por ello, la buena fe ajusta 
el comportamiento de las partes a parámetros de lealtad, 
diligencia, honestidad y probidad, entre otros valores, los 
cuales son exigibles en todas las relaciones negociales. Así 
mismo, inserta reglas como la prohibición de desconocer 
“buona fede nel diritto civile”, en Digesto delle discipline privatistiche. Sezione 
civile, t. II, turín, Utet, 1988, p. 154; aNdrea d’aNgelo, Contratto e operazione 
economica, turín, Giappichelli, 1992, p. 233 ss.; MaSSIMo fraNZoNI, “buona fede 
ed equità tra le fonti di integrazione del contratto”, en Contratto e Impresa, 1999, 
pp. 83-97; adolfo dI Majo, “La buona fede correttiva di regole contrattuali”, 
en Corriere giuridico, 2000, pp. 1488-1486; guIdo alpa, “La completezza del 
contratto, il ruolo della buona fede e dell’equità”, en Il contratto e le tutele a 
cura di S. Mazzamuto, turín, Giappichelli, 2002, p. 218-240; StefaNo rodotà, 
Le fonti di integrazione del contratto (ristampa), Milán, Giuffrè, 2004, p. 91 y ss.; 
aNdrea d’aNgelo, “La buona fede en Il contratto in generale”, en Trattato 
diritto privato diretto da Bessone, turín, Giappichelli, 2004, 2004, p. 3 ss.; aNdrea 
D’aNgelo, pIer gIuSeppe MoNaterI y aleSSaNdro SoMMa, Buona fede e giustizia 
contrattuale, turín, Giappichelli, 2005, p. 1 y ss.; MarIo BarcelloNa, Clausole 
generali e giustizia contrattuale, turín, Giappichelli, 2006, p. 65 y ss.; María 
coNcetta NaNNa, Eterointegrazione del contratto e potere correttivo del giudice, 
Padua, Cedam, 2010, p. 4 y ss.; gerardo vIllaNaccI, La buona fede oggettiva, 
Nápoles, Esi, 2013, p. 13 ss.; erNeSto capoBIaNco, “Integrazione e correzione 
del contratto, tra regole e principi”, en Annuario del contratto, 2015, p. 64 ss.; 
faBrIZIo pIraINo, La buona fede in senso oggettivo, turín, Giappichelli, 2015, 
passim. En sentido crítico: roBerto fIorI, “bona fides. Formazione, esecuzione 
e interpretazione del contratto nella tradizione civilística”, en Modelli teorici 
e metodologici nella storia del diritto privato, vol. 2, Nápoles, Jovene, 2006, p. 
127 y ss.
56 rodotà, op. cit., pp. xII-xIII. En efecto, la buena fe en el contrato se entiende 
como una regla relacional de comportamiento cuyo contenido es objetivo y en 
atención a la tutela recíproca de los contratantes; así mismo, como garantía de 
la confianza de que ambas partes seguirán los cánones de la buena fe. Véase 
ferNaNdo hINeStroSa, “Leyendo el Digesto”, en Rivista Roma e America, vol. 
22, roma, Mucchi Editore, 2006, p. 72.
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los propios actos, no abusar de la posición dominante, la 
cláusula rebus sic stantibus, la prohibición de obtener pro-
vecho en perjuicio ajeno, la obligación de información y la 
protección al sinalagma contractual57, entre otros, con el fin de 
realizar debidamente el programa económico contractual58. 
Esas reglas no se expresan normalmente en la trama con-
tractual; pero eso no significa que no se tengan en cuenta al 
momento de valorar el comportamiento de las partes, pues 
estas se integran a la obligación principal declarada en el 
contrato o a su propósito práctico59. En efecto, es el caso 
del deber de información contractual60, el cual consiste en
57 Martha lucía NeMe vIllarreal, “El principio de buena fe en materia 
contractual en el sistema jurídico colombiano”, en Revista Derecho Privado, 
n.º 11, bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2006, p. 90. 
58 gIovaNNI María uda, La buona fede nell’esecuzione del contratto, turín, 
Giappichelli, 2004, p. 46 y ss. 
59 La buena fe obliga a “todas aquellas prestaciones accesorias que las 
circunstancias que rodean el negocio en cada momento vayan poniendo de 
manifiesto, con independencia de que hayan o no sido pactadas expresamente, 
como quiera que la fuerza de la buena fe, como principio normativo, 
integra el contenido del contrato, formándolo permanentemente a través 
del establecimiento de reglas concretas mediante las que se otorga la exacta 
dimensión al contenido de las obligaciones de las partes a la luz de la buena 
fe”: NeMe vIllarreal, La buena fe en el derecho romano. Extensión del deber de 
actuar conforme a buena fe en materia contractual, op. cit., p. 240.
60 buena fe como fuente del deber de información: luIgI MeNgoNI, “sulla natura 
della responsabilità precontrattuale”, en Rivista Diritto Commerciale, vol. II, 
1956, p. 279; BettI, Teoria generale delle obbligazioni, op. cit., pp. 82-84; roBerto 
SeNIgaglIa, Accesso alle informazioni e trasparenza. Profili della conoscenza nel 
diritto dei contratti, Padua, Cedam, 2007, p. 11 y ss.; NeMe vIllarreal, La buena 
fe en el derecho romano…, op. cit., p. 240; IñIgo de la MaZa gaZMurI, “tipicidad 
y atipicidad de los deberes precontractuales de información”, en Revista de 
Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, n.º 34, 2010, p. 75-99; 
carloS alBerto chINchIlla IMBett, “El deber de información contractual y sus 
límites”, en Revista de Derecho Privado, n.º 21, bogotá, Universidad Externado 
de Colombia, 2011, p. 328 y ss. Contrariamente, quien pretende desprender 
el deber de información del principio de buena fe y considerarla como una 
cláusula general autónoma, cfr. doMeNIco ruSSo, Sull’informazione nei contratti, 
Nápoles, Esi, 2016, p. 45 y ss.
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dar noticia, informar, enterar a la contraparte de las circuns-
tancias, cualidades y situaciones de hecho sobre el objeto del 
contrato, el contenido y los efectos de este, entre otros ele-
mentos, que permiten dentro del periodo precontractual, la 
determinación de la decisión de contratar en las condiciones 
que permitan satisfacer los propios intereses de los contratantes, 
como también la subsiguiente ejecución del contrato orientado 
al cumplimiento debido de las obligaciones a cargo bajo los 
postulados de buena fe61.
La inclusión del deber de información en las relaciones 
negociales no es una novedad en el derecho contemporá-
neo62. Ya desde el derecho antiguo, las fuentes nos ilustran 
casos en los que las partes están obligadas a suministrarse 
recíprocamente las informaciones concernientes a la nego-
ciación contractual, de suerte que ello les permite un claro 
entendimiento de todos los elementos necesarios a fin de 
decidir la conveniencia de la negociación en consideración 
a las condiciones del contrato y a las responsabilidades y 
derechos que de él derivan63. Ejemplo de ello es el caso que 
testimonia Cicerón en el que se reconviene el comportamien-
61 chINchIlla IMBett, “El deber de información contractual y sus límites”, cit., 
p. 329 
62 catalINa Salgado raMíreZ, “Consideraciones sobre el deber precontractual de 
información y su particularidad en la relación de consumo”, en Perspectivas del 
derecho del consumo (Carmen Ligia Valderrama rojas, dir.), bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 2013, pp. 305-306, afirma que la problemática al 
deber de informar es una de las materias más antiguas y controversiales en el 
derecho de los contratos. Es un tema que fue objeto de discusión por los juristas 
romanos, pasando por el Medioevo, por santo tomás y por los teólogos de la 
segunda escolástica, hasta reflejarse incluso en los estudios doctrinales más 
importantes del siglo xvIII, como de pothIer. Con posterioridad, el estudio del 
deber de información llegó a “renacer” con el fenómeno del consumo de masa 
y el derecho comunitario europeo. La profesora Salgado afirma acertadamente 
que el deber de información “no es por tanto una cuestión reciente, sino una 
problemática con una tradición de más de dos milenios, la que viene a ser 
desempolvada”.
63 NeMe vIllarreal, La buena fe en el derecho romano…, op. cit., p. 240.
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to del vendedor que esconde una información privilegiada 
que le permite vender su producto a un precio más alto a 
personas con especial situación de hambre. Dicho compor-
tamiento permite obtener una ventaja en perjuicio de la 
ignorancia inculpable de la contraparte y su situación de 
desventaja, lo cual es típico de un hombre falso, hipócrita, 
astuto y tramposo64. o los casos expuestos por Escévola y 
Pomponio, en virtud de los cuales se le exige al vendedor 
informar sobre aspectos del fundo, aunque así no se con-
venga en el contrato65, casos en los que el derecho romano 
64 La cuestión que resolvía cIceróN era si un hombre de bien que transporta 
de rodas a Alejandría una porción de trigo para su venta en un periodo de 
escasez y hambre, pero con la información de que detrás de él vienen más 
mercaderes con más trigo, se pregunta: ¿debe el hombre de bien informar a 
los habitantes de rodas sobre los otros comerciantes de trigo que están por 
llegar? o ¿el hombre de bien puede callar la información y vender el trigo al 
mayor precio que pueda? Para dar respuesta a las cuestiones, cita las opiniones, 
por una parte, de Diógenes de babilonia, que consideraba que el vendedor 
debía manifestar los defectos según lo exija el derecho civil; en lo demás podía 
obtener la mayor ganancia posible, pues según su parecer, no todo lo que sea 
útil a la contraparte es obligación de decirlo; por otra parte, la de Antípatro, 
que considera que ese tipo de información era de provecho de todos, por lo 
que debían compaginarse el interés particular con el general. Posteriormente, 
Cicerón resuelve sus interrogantes afirmando que el comerciante de trigo no 
debió ocultar nada a los rodios, “porque el ocultar no consiste en callar una cosa 
cualquiera, sino querer en tu provecho que lo que tú sabes lo ignoren aquellas 
personas a quienes sería útil el saberlo”: véase Marco tulIo cIceróN, Sobre los 
deberes, 3-12 (J. Guillén, trad.), Madrid, Alianza Editorial, 2001, p. 188 y ss.
65 D. 19.1.48 (49) Scévola, Respuestas, Libro ii: “tico, heredero de sempronio, 
vendió un fundo a septicio, de este modo: ‘el fundo semproniano, y cualquier 
derecho que fue de sempronio, lo tendrás comprado por tanto dinero’, y 
entregó la libre posesión, y no le señaló los límites de aquel; se pregunta, 
¿habrá de ser obligado por la acción de compra a mostrar por los instrumentos 
hereditarios el derecho que el difunto hubiere tenido, y a manifestar los 
límites? respondí, que en virtud de esta escritura debe hacerse lo que se 
entiende que convinieron; pero que, si esto no apareciera, debe el vendedor 
mostrar, así los instrumentos, como los límites del fundo; porque esto es lo 
conforme al contrato de buena fe”. D. 18.1.66 pr. Pomponio; Comentarios a 
Quinto Mucio, Libro xxxi: “Cuando se vende un fundo debe responderse de 
ciertas cosas, aunque no se expresen, como que no se reivindique el fundo, 
o su usufructo, y de otras, solamente si se hubieran expresado, por ejemplo, 
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otorga acciones con el fin de repeler comportamientos que 
violan el deber de información66. 
Al igual que el derecho romano clásico, en el derecho 
contemporáneo la buena fe integrativa como fuente de 
obligaciones de información tiene su fuerza en el pleno 
entendimiento del contenido de la misma obligación y de 
la forma de aplicarla en las diferentes fases de la relación 
contractual, a partir de la formación y la celebración del 
contrato hasta el momento de su ejecución y terminación67. 
En ese sentido, que el deber de información sea una regla 
emanada de la buena fe trae como consecuencia68, por una 
parte, que la inserción de deberes de información a cargo 
de las partes tenga la funcionalidad de proteger el acuerdo, 
pues garantiza el robustecimiento del consentimiento dado 
para contratar. Esto redunda en que los sujetos negociales 
puedan ejercer plenamente su libertad de contratar mediante 
la completitud de su capacidad cognoscitiva, en la medi-
da en que pueden tomar la decisión libre y consciente de 
que se habrá de conceder camino, paso, conducción, o acueducto; y lo mismo 
también respecto de las servidumbres de los predios urbanos”.
66 Por ejemplo, el paso citado en la nota anterior, D. 19.1.48 (49) y D. 18.1.66.1 
Pomponio; Comentarios a Quinto Mucio, Libro xxxi. “si debiéndose servidumbre 
a los predios vendidos, no la hubiere mencionado al vendedor, sino que 
sabido que la había, se la hubiera callado, y por esta causa, no usándola por 
ignorancia el comprador de la cosa durante el tiempo establecido, hubiere 
perdido esta servidumbre, con razón opinan algunos, que el vendedor queda 
obligado con la acción de compra por su dolo”.
67 rodolfo Sacco, Il contratto, turín, Utet, 2017, p. 553; gIorgIo de Nova, 
“Informazione e contratto, il regolamento contrattuale”, en Rivista trimestrale 
di diritto e procedura civile, 1993, p. 705 y ss.
68 Esta orientación supera la completa separación entre las reglas de validez y las 
de conducta. Véase, por ejemplo, claudIo ScogNaMIglIo, “regole di validità 
e di comportamento, i principi ed i rimedi”, en Europa e Diritto Privato, 2008, 
p. 599 y ss.; gIovaNNI perlINgIerI, L’inesistenza della distinzione tra regole di 
comportamento e di validità nel diritto italo-europeo, Nápoles, Esi, 2013, passim. 
Contrariamente, gIovaNNa vISINtINI, La reticenza nella formazione dei contratti, 
Padua, Cedam, 1972, p. 112 y ss.
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contratar y en las condiciones queridas69. Es la garantía de 
la manifestación más elemental de la autonomía negocial, 
pues los sujetos pueden disponer de los propios intereses 
frente a los demás, ejercer su facultad de contratar, y también 
pueden abstenerse de hacerlo, esto es, negarse a disponer70. 
De ahí que la información tenga una función importante en 
la determinación de la aplicación de los vicios del consen-
timiento, pues la información comunicada deficientemente 
o en su defecto no comunicada perturba el consentimiento, 
la voluntad común, y enrarece la atmosfera contractual de 
forma que podría generar un vicio desde su génesis71. En-
tonces, es determinante que la información suministrada 
y comprendida integralmente colabore en la toma de una 
decisión, de tal forma que cuando se contrate se tengan los 
elementos de juicio que permitan un consentimiento pleno 
y sin vicio alguno; en fin, que se actúe en pleno uso de la 
libertad contractual.
Por otra parte, la comprensión de que el deber de infor-
mación emana de la buena fe permite entender que su exi-
gibilidad concurre al correcto funcionamiento del contrato, 
a garantizar el equilibrio de las posiciones contractuales y a 
permitir la satisfacción de los intereses envueltos en la rela-
ción obligatoria72. son situaciones en las que la circulación 
69 ruSSo, op. cit., p. 39.
70 sobre las proyecciones de la autonomía privada, en particular la libertad de 
contratar, véase, por todos: ferNaNdo hINeStroSa, Tratado de las obligaciones, 
t. II, De las Fuentes de las obligaciones, el Negocio Jurídico, vol. I, bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2015, p. 301 y ss.
71 Para todos, véase: vISINtINI, op. cit., passim.
72 En efecto, se considera que el deber de información es una de esas 
específicas obligaciones que acompañan a las obligaciones principales y son 
instrumentales para la mejor realización de la relación obligatoria, y que han 
sido individualizados por medio de la doctrina y la jurisprudencia. Como lo 
explica la profesora gIovaNNa vISINtINI, Trattato breve della responsabilità civile, 
Padua, Cedam, 2005, p. 136, serían cuatro categorías las obligaciones que 
emanan de la buena fe: 1) el deber de aviso o de comunicación, indicados 
41
del conocimiento constituye objeto de un comportamiento 
requerido en la relación negocial, en las que el valor jurídico 
de la información emerge con claridad73, en tanto la comu-
nicación de ciertos datos tiene efectos en la forma como 
las partes despliegan el comportamiento debido con claras 
consecuencias en la eficacia final del contrato. Por eso, el 
incumplimiento de los deberes de información constituye 
una verdadera violación de una obligación, lo cual legitima 
a la parte afectada para hacer uso de los medios de tutela 
tradicionales contra el incumplimiento y somete al incum-
plidor a un juicio de responsabilidad74, en especial cuando 
se trate de una información en cuya ausencia no permitiría 
la correcta ejecución del contrato, pues existiría una defor-
mación o un defecto del conocimiento sobre los hechos o 
de los elementos contractuales, inducidos por la falta de 
genéricamente como obligaciones de información accesorios a prestaciones de 
naturaleza diversa; 2) obligaciones de custodia o de conservación, obviamente 
diferentes de la obligación de custodia cuando es el objeto de la prestación 
principal; 3) obligación de salvaguarda; y 4) las obligaciones de seguridad. 
sobre la obligación de información como una obligación emanada de la 
buena fe, subraya los casos en los que es deber de comunicar el cambio de 
domicilio o de la imposibilidad de prestar el servicio por enfermedad, o el 
derecho del accionista a la información sobre los balances y las utilidades del 
ejercicio societario; el ius variandi en el contrato de obra; las obligaciones de 
comunicación a cargo del depositario según el artículo 1780 del Código Civil 
italiano o del mandatario según el artículo 1710 de la misma normativa.
73 Véase IgNaZIo tardía, “buona fede ed obblighi di informazione. tra 
responsabilità precontrattuale e responsabilità contrattuale”, en Rassegna di 
diritto civile, n.º 3, 2004, p. 724 y ss.
74 La elaboración conceptual de una categoría de obligaciones (mal llamadas 
accesorias) que no están previstas por la ley tiene como consecuencia que el 
juez, con apoyo en la fuerza normativa e integrativa de la buena fe, amplíe 
el ámbito de la responsabilidad del deudor. sobre el particular, vISINtINI, 
Trattato breve della responsabilità civile, op. cit., p. 202, afirma que “el criterio de 
la buena fe desarrolla un rol en el sentido de integrar la autonomía contractual 
fundando obligaciones accesorias respecto a la obligación principal, y por 
tanto sirve para caracterizar un área de incumplimiento a estas obligaciones, 
y a caracterizar, en consecuencia, una especie de incumplimiento accesorio 
respecto al principal, ambos fuente de responsabilidad del deudor”.
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información o la mala información de la contraparte que 
no le permite al destinatario adecuar su comportamiento 
al reglamento contractual, con la consecuente disformidad 
entre lo prometido y lo ejecutado75.
En el cuadro delineado, es posible definir que el deber de 
información se extiende frente a la disciplina de la formación 
del contrato y de los vicios del consentimiento, en cuanto 
determina la relevancia de los elementos que pueden afectar 
la validez del contrato, o mejor, que pueden garantizar, por 
una parte, su validez, y por otra, el cabal cumplimiento de 
este, en tanto exista claridad frente a las prestaciones debidas 
por las partes en atención a lo convenido en función de la 
cooperación necesaria para la realización de la operación 
económica del contrato.
6. el cuMplIMIeNto del deBer de INforMacIóN coNStItuye 
uNa forMa de coNcretar el deBer de lealtad exIgIBle 
eN todaS laS relacIoNeS NegocIaleS
La buena fe se expresa en diversos valores fundamentales, 
y en materia del deber de información, este constituye una 
manifestación de las exigencias de lealtad y la salvaguarda 
que propone el principio. La buena fe, precisamente, le im-
pone a la parte comportarse con lealtad y hacer lo necesario 
para salvaguardar la utilidad de la otra dentro de los límites 
de un razonable sacrificio76.
75 se hace referencia, por ejemplo, al supuesto de hecho de incumplimiento, 
que consiste en una prestación diferente de la prometida y, por tanto, a una 
prestación inexacta. Es una de las hipótesis de incumplimiento en la cual el 
deudor podría incurrir. sobre la tipología del incumplimiento, se remite a 
carlo auguSto caNNata, L’inadempimento delle obbligazioni, Padua, Cedam, 
2008, passim.
76 ceSare MaSSIMo BIaNca, El contrato (F. hinestrosa y E. Cortés, trads.), bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2007, p. 182.
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En este sentido, el deber de información es uno de los 
principales deberes que emanan de la cláusula general de 
lealtad en las relaciones negociales77, pues, en primer lugar, 
se orienta a tutelar esencialmente el interés de la contraparte, 
que consiste en el sentido de que la representación previa 
del futuro contrato corresponda a la realidad y que segui-
damente pueda celebrar un contrato que satisfaga sus inte-
reses. Mediante el cumplimiento del deber de información 
se pretende tutelar la situación jurídica de la contraparte de 
encontrarse en una relación negocial seria78, a la que llegó 
en ejercicio de la libertad contractual mediante la plenitud 
de su capacidad cognoscitiva.
otra expresión de la lealtad por medio del deber de 
información se evidencia en la prohibición de comporta-
mientos reticentes, que permiten obtener ilegítimas ventajas 
derivadas de la omisión de la información que le sería útil a 
la otra parte para tomar su decisión de negocio. Esto se erige 
en un comportamiento doloso que da pie a un aprovecha-
miento de la ignorancia a la que se somete a la otra parte, lo 
cual conduce a la violación del equilibrio del contrato, en la 
medida en que la posición de una de las partes se encuentra 
en completa desventaja respecto a la otra, en clara violación 
del principio de la buena fe79. Así, el ordenamiento impone 
77 En efecto, la exigibilidad del deber de información “nos ofrece un termómetro 
para medir cuál es el grado de lealtad que el ordenamiento está propenso a 
pretender”: Sacco, op., cit., p. 553. Contrariamente, ruSSo, op. cit., passim.
78 Como lo explica la profesora Salgado raMíreZ, “Consideraciones sobre el deber 
precontractual de información y su particularidad en la relación de consumo”, 
cit., p. 315, el alcance del deber de información no se queda en el plano del 
robustecimiento del consentimiento, sino que va más allá: la protección 
de la confianza que un contratante puede poner en el otro. En el mismo 
sentido, erNeSto reNgIfo garcía, “Deber precontractual de información y las 
condiciones generales de contratación”, en Revista de la Academia Colombiana 
de Jurisprudencia, n.º 327, 2009, p. 89.
79 también podría afirmarse que el deber de informar surge solo para garantizar 
el equilibrio de la relación negocial, en cuanto al contrato lo rigen principios 
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especiales deberes de informar en aquellos campos propicios 
a las defraudaciones, tanto por la posición de preeminencia 
de una las partes en la celebración del contrato y consecuente 
debilidad de la otra como por la complejidad de los bienes 
o servicios ofrecidos en tanto se dificulte la valoración de 
la conveniencia de su adquisición o contratación de parte 
del adquirente; ello a fin de evitar el engaño y tutelar el 
interés de las partes en recibir la prestación esperada con 
la celebración del respectivo contrato.
En estas hipótesis el ordenamiento es exigente en fijar la 
medida del deber de lealtad del contratante obligado a infor-
mar, con miras a tutelar los intereses de su contraparte, que 
no tiene las posibilidades para informarse por ciencia propia, 
como sucede muy comúnmente en el ámbito del consumo.
7. el cuMplIMIeNto del deBer de INforMacIóN perMIte 
relacIoNeS NegocIaleS equIlIBradaS eN todo el iter 
coNtractual, eN cuaNto Se corrIgeN laS aSIMetríaS 
de la poSIcIóN coNtractual a cauSa de la INforMacIóN 
que tIeNe cada coNtrataNte
Las reglas que emanan de la buena fe deben interpretarse a 
la luz de la exigencia de garantizar un equilibrio sustancial 
en las relaciones negociales, y como el desequilibrio infor-
mativo entre las partes es una de las barreras más difíciles 
de igualdad, equidad. Es una construcción, en roBert joSeph pothIer, Traités sur 
différentes matières de droit civil appliquées à l’usage de barreau et de jurisprudence 
François, t. I, París-orleans, Jean Debure-rouzeau Montaut, 1773, p. 551: “La 
raison est que la justice et l’équité dans ces contrats consiste dans l’égalité. tout 
ce qui tend à la blesser, est donc contraire à l’équité. Il est évident que toute 
réticence de la part d’un des contractants, de tout ce que l’autre aurait intérêt 
de scaivoir touchant la chose qui fait l’objet du contrat, blesse cette égalité. Car 
dès que l’un a plus de connaissance que l’autre, touchant cette chose, il a plus 
d’avantage que l’autre à contracter : il sçait mieux ce qu’il fait que l’autre, et 
par conséquent l’égalité ne se trouve plus dans le contrat”.
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de superar para lograr dicho equilibrio, se ha intentado 
estructurar las obligaciones de información a fin de que 
concurran a reequilibrar las posiciones de las partes en 
materia de acceso a la información80. En efecto, la buena fe 
permite entender de manera dúctil la forma de exigibilidad 
del deber de informar, a fin de proteger a la parte menos 
informada y al deudor de la información, a la luz del equi-
librio requerido en las relaciones negociales. 
Esto supone que la información debe orientarse en dos 
momentos: 1) en la fase formativa del contrato, pues por 
medio de la exigencia del deber de informar se remueven 
las asimetrías contractuales y se reequilibran las posiciones 
iniciales de los contratantes de modo que ellos puedan dar 
lugar a una relación equa81, o al menos se cierran las brechas 
que separan a un contratante respecto del otro en la etapa en 
la que se construye el consentimiento que dará origen al con-
trato. En especial cuando el consentimiento se conforma de 
manera gradual mediante el desarrollo de una serie de etapas 
que conforman el procedimiento de elaboración del programa 
contractual y que son determinantes en la prospectiva de los 
efectos negociales finales. En efecto, en esta etapa las partes 
se deben obligaciones de transparencia; en tal sentido, deben 
hablar claro, evidenciar la situación real de las cosas, deve-
lándole eventuales errores que son reconocibles, y sobre todo 
absteniéndose de toda forma de reticencia fraudulenta82 y de 
80 tardía, “buona fede ed obblighi di informazione. tra responsabilità 
precontrattuale e responsabilità contrattuale”, cit., p. 727.
81 BIaNca, El contrato, op. cit., p. 184, n. 26. 
82 En los contratos sinalagmáticos, la buena fe no solo impone no mentir o no 
esconder datos esenciales, sino que impone mucho más, de no ser reticente de 
cada circunstancia, pues las relaciones negociales equilibradas tienen como 
presupuesto la plena conciencia por los contratantes de todas las informaciones 
relevantes que rodean su relación. En efecto: “Quoique dans plusieurs affaires 
de la société civile, les règles de la bonne foi se bornent à nous défendre de 
mentir et nous permettent de ne pas découvrir aux autres ce qu’ils auraient 
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dolo omisivo que pueda inducir a una falsa determinación del 
querer de la contraparte83.
La desigualdad de los puntos de partida en la etapa 
negocial entre los contratantes constituye fuente de una 
obligación de aviso a favor del desinformado84, pero tam-
bién de asesoría cuando las circunstancias lo requieran, 
para que el consumidor pueda comprender cabalmente la 
conveniencia o no de contratar. Y aún con especial relevan-
cia cuando se trate de un contratante profesional, pues la 
posición contractual en cuanto es un experto o profesional 
hace que sea titular de la obligación a informar, en consi-
deración a los intereses de la contraparte no profesional e 
impróvida de información. De manera que el contratante 
profesional debe iluminar a la contraparte, dotarla de cla-
ridad y liberarla del error en que esta pueda caer, siempre 
que este sea reconocible. 
intérêt de sçavoir, lorsque nous avons un égal intérêt de ne le leur pas découvrir; 
néanmoins dans les contrats intéressés, du nombre desquels est le contrat de 
vente, la bonne foi ne défend pas seulement tout mensonge, mais toute réticence 
de tout ce que celui avec qui nous contractons, a intérêt de sçavoir touchant la 
choix qui fait l’objet du contrat”. pothIer, op. cit., p. 551.
83 BettI, op. cit., p. 82. Una aplicación de esta afirmación se puede ver en 
el derecho italiano, en el artículo 1338 del Codice civile: “La parte che, 
conoscendo o dovendo conoscere l’esistenza di una causa d’invalidità del 
contratto, non ne ha dato notizia all’altra parte è tenuta a risarcire il danno 
da questa risentito per aver confidato, senza sua colpa, nella validità di un 
contratto”, el cual trae la hipótesis en la que el contrato tiene una circunstancia 
de invalidez conocida solo por una de las partes. La parte que la conoce 
debe dar noticia a su contraparte, sea para superar de común acuerdo el 
impedimento que obstaculiza la validez del contrato, sea para renunciar al 
contrato mismo.
84 Sacco, op. cit., p. 554. Como lo explica tardIa, “buona fede ed obblighi 
di informazione. tra responsabilità precontrattuale e responsabilità 
contrattuale”, cit., p. 741: “La obligación de informar —en línea general y 
abstracta, puesto en igual medida sobre todos los sujetos inmiscuidos en 
la fase que precede la celebración del contrato— donde sea presente una 
concreta y objetiva condición de desigualdad de los contratantes frente a la 
información, constituye un contrapeso al estado de manifiesta superioridad 
del sujeto dotado de mayor posibilidad de acceso al conocimiento mismo”.
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2) Informar en el momento de ejecución del contrato pre-
serva el equilibrio de las posiciones de las partes durante el 
desarrollo del negocio, pues estas tienen claridad acerca de 
la forma como el contrato contribuirá a la satisfacción de sus 
intereses85 y, por ende, de la manera como deberán a su vez 
honrar los compromisos adquiridos. Estas informaciones son 
las necesarias para facilitar el ejercicio de los derechos que 
nacen del contrato y para la satisfacción de sus intereses. Así, 
por ejemplo, el cumplimiento de las obligaciones derivadas 
del contrato se verá afectado ante la falta de información del 
médico a su paciente acerca de los riesgos que comporta la 
intervención quirúrgica, o de este acerca de condiciones de 
salud que aquel no está en condiciones de establecer; o ante 
la falta de información del abogado a su poderdante sobre la 
conveniencia y riesgos de adelantar determinada acción judi-
cial, o de este sobre los hechos que determinan la prescripción 
de la acción; o en una relación negocial de venta y compra de 
acciones, la omisión de información del comisionista sobre 
los riesgos inherentes a los títulos valores por adquirir y el 
consejo acerca de la naturaleza de los títulos que le conven-
dría adquirir de acuerdo con su propensión al riesgo. Estas 
informaciones contribuyen a una ejecución de la relación 
negocial, en condiciones que satisfagan el buen desarrollo y 
finalización del contrato. 
 Con este panorama, el cumplimiento del deber de in-
formar permite que los contratantes se encuentren en un 
plano de equilibrio, y esto se refleja en la libertad de nego-
ciar los términos del contrato con la información necesaria 
y relevante y en la posibilidad de proteger sus propios 
intereses durante la ejecución del contrato con apoyo en la 
información suministrada.
85 ruSSo, op. cit., p. 17.
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8. el deBer de INforMacIóN deBe cuMplIrSe de MaNera 
SuStaNcIal y No MeraMeNte forMal; por ello 
la IMportaNcIa de la IdoNeIdad de la INforMacIóN
El núcleo del deber de información es la calidad de la infor-
mación suministrada, la cual está determinada tanto por el 
conocimiento que se va a comunicar como por la forma en 
que se realiza la actividad de comunicación de dicho dato; 
de manera que la valoración de la calidad de la información 
resulta ligada a los procesos de comunicación y valorizada 
desde una perspectiva de la racionalidad individual de quien 
recibe la información86. A nuestro modo de ver, la informa-
ción le da impulso al conocimiento, y el conocimiento guía 
el acto de autodeterminación87.
En ese sentido, el proceso de comunicación se debería 
analizar en consideración a sus dos extremos, para deter-
minar el cumplimiento sustancial del deber de información: 
por una parte, desde el punto de vista de quien trasmite la 
información, pues en el proceso de comunicación se debe 
asegurar que al momento de suministrar los datos estos 
tengan ciertas características de calidad técnica, de profun-
didad, propia de la persona que la suministra, de manera 
que la información suministrada le permita a la contrapar-
te aprehender el conocimiento y con fundamento en él, 
86 Cfr. pIraINo, op. cit., p. 218, que, cuando trae a colación la doble acepción 
de la información como núcleo del deber de informar, subraya que es un 
campo al que han trabajado law and economics, individuando en la buena fe 
un instrumento para contrastar la asimetría informativa, la cual incide en la 
racionalidad individual en los problemas del mercado. se trata de aquellas 
desviaciones del esquema ideal de la eficiente producción o de la eficiente 
asignación de bienes o servicios que presupone, entre otras cosas, la naturaleza 
omnicomprensiva del mercado, la cual permite el bienestar colectivo y, 
por consiguiente, determinar si el mercado opera o no en condiciones de 
competencia.
87 Salvatore puglIattI, “Conoscenza”, en Enciclopedia del diritto, vol. Ix, Milán, 
Giuffrè, 1961, p. 4. 
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realizar el proceso de razonamiento. Por otra parte, desde 
la perspectiva de quien recibe la información, en tanto se 
requiere que esta sea interiorizada, sea comprendida para 
el efectivo y el real ejercicio de la autonomía contractual en 
todas sus proyecciones88, de manera que deben considerarse 
las condiciones del receptor de la información, sus calida-
des intelectivas, su idiosincrasia, experiencia, origen y las 
limitaciones particulares que lo afectan, a efectos de valorar 
el carácter de adecuada, oportuna, completa e inteligible de 
la información que recibe o debería recibir.
Por ejemplo, el quantum, la modalidad y los tiempos de 
la información son solo algunos factores que determinan la 
idoneidad y, por ende, el cumplimiento sustancial del deber, 
ya que los extremos en la relación negocial, las calidades de 
las partes, las particularidades que rodean el contrato, la 
rapidez de los procesos electrónicos utilizados en su celebra-
ción, entre otros, exigen considerar la naturaleza, contenido 
y modalidad de la información que va a suministrarse, sin 
que sea posible atenerse siempre a procedimientos están-
dares o generalizados89. Una lectura integral de la relación 
88 sobre las proyecciones de la autonomía privada, consúltese: hINeStroSa, 
Tratado de las obligaciones, op. cit., pp. 295-319.
89 también expresa la profesora Salgado raMíreZ, “Consideraciones sobre el 
deber precontractual de información y su particularidad en la relación de 
consumo”, cit., p. 310: “hay un deber precontractual general de información 
(expresión de la buena fe) que se evidencia según las circunstancias del caso 
concreto: donde además se dice general, no porque tenga que ser dicho todo 
lo que ‘importe’, lo que sea ‘útil’ saber, sino en el sentido de su existencia 
con independencia de la presencia de deberes de información, expresamente 
reconocidos en un ordenamiento: esto es, no necesariamente ‘deducible’ 
por analogía de los expresamente reconocidos. Y así, como no hablamos 
de ‘lealtades’ o ‘correcciones’, derivadas del actuar conforme a buena fe, lo 
mismo aplica para la información debida en etapa precontractual; de otro 
modo estaríamos avocados a identificar y clasificar ‘infinidad’ de deberes 
precontractuales de información […]. El deber precontractual de informar ‘se 
concreta’ en cada caso en particular, a partir de un sistema flexible de criterios”. 
Para ello propone tres criterios y tres principios (pp. 324-332): 1) establecer si 
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negocial ilustra al intérprete en la comprensión del proceso 
de comunicación, lo cual construye una lectura adecuada de 
la posición de la parte deudora de la información que se va 
a suministrar y, por ende, del contenido y las características 
de esta y de la posición de la parte acreedora, en la medida 
en que esta no es un sujeto pasivo en el proceso de comu-
nicación, lo cual determinaría lo que debe ser comunicado 
y lo que puede ser reservado en el caso concreto90.
sin embargo, trataremos de establecer una serie de 
características mínimas que hacen la información idónea 
para ilustrar el consentimiento del contratante y para faci-
litar la actuación del programa contractual (§ 8.1 y § 8.2), 
y al mismo tiempo señalar una serie de límites que se le 
imponen al deber de información para evitar abusos en su 
exigibilidad (§ 8.3).
la información comporta una ventaja o lucro o una desventaja o daño para el 
ignorante; 2) distinguir la esfera jurídica del poder, valorar y excusar un estado 
de ignorancia; 3) determinar si existe una posición personal privilegiada o 
particular. Los tres principios que propone son: 1) “Debe informarse todo 
aquello que, referido a la propia prestación, pueda hacer que la contraparte 
se aleje de contratar o contrate en otras condiciones; y más precisamente 
todo vicio, carga o incomodidad que puedan incidir negativamente en la 
valoración de la prestación por parte del otro contratante o poner en riesgo 
su vida, integridad personal o de terceros”; 2) “En principio no hay un deber 
general de informar sobre las virtudes o aspectos positivos de la propia 
prestación, […] en la medida en que no hacerlo no influye negativamente 
en la valoración de la prestación por parte del otro contratante”; 3) no existe 
el deber general de informar a la contraparte sobre los aspectos positivos 
de la propia prestación, es decir, sobre las virtudes de aquello que vende, 
aquello que haría que aumentara posteriormente su valor, porque está en 
sus manos, inquiriendo con diligencia, poder saber lo que está en su esfera 
de conocimiento o asumir el riesgo de vender por menos lo que más pueda 
valer”.
90 “El objeto de la actividad de información no puede ser definida en abstracto, 
una vez por todas; la definición va sobre todo establecida en concreto; 
con relación a los intereses perseguidos. No parece posible, por otro lado, 
predeterminar la intensidad y la amplitud de la comunicación debida, pues 
es siempre necesario tener presente una pluralidad de factores cambiantes”: 
ugo Morello, “obblighi di informazione”, cit., p. 205.
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8.1. La información tiene que ser idónea, es decir, 
no debe solo exteriorizarse, sino que debe además 
ser transparente, clara y oportuna 
La simple exteriorización de la información de parte del 
obligado a informar, sin consideración a los elementos de 
calidad, oportunidad, pertinencia y sin que se tengan en 
cuenta las particularidades de la relación negocial y las 
condiciones del destinatario de la información, da lugar a 
un cumplimiento meramente formal, mas no sustancial, de 
la obligación de informar, en transgresión de las exigencias 
del principio de buena fe91, que imponen que la información 
sea idónea para llegar a la comprensión del destinatario 
y cumpla la función que le es propia en la relación con la 
función del negocio celebrado. Así, un típico ejemplo del 
cumplimiento formal del deber de información lo podemos 
encontrar cuando se pretende estandarizar la información, 
sosteniendo que el empresario cumplió con su deber con 
el solo hecho de entregar los formularios o los textos pre-
definidos por la ley, sin la certeza de la efectiva percepción 
de los términos del negocio de parte del consumidor92, o 
cuando se le hace firmar a este un formato en el que dice 
91 chINchIlla IMBett, “El deber de información contractual y sus límites”, cit., 
p. 332 y ss.
92 Por ejemplo, la Ley 1328 de 2009, por medio de la cual se dictan disposiciones 
en materia financiera, de seguros y del mercado de valores, dentro del 
régimen de protección al consumidor financiero prevé en el artículo 3.º que 
“las entidades vigiladas deberán suministrar a los consumidores financieros 
información cierta, suficiente, clara y oportuna, que permita, especialmente, 
que los consumidores financieros conozcan adecuadamente sus derechos, 
obligaciones y los costos en las relaciones que establecen con las entidades 
vigiladas”, y en el artículo 5.º, que el consumidor financiero tiene el derecho 
a que “la información suministrada por la respectiva entidad deberá ser tal 
que permita y facilite su comparación y comprensión frente a los diferentes 
productos y servicios ofrecidos en el mercado”.
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haber recibido y leído la información respectiva, cuando ello 
no es cierto. o cuando el obligado a informar le entrega tal 
cantidad de información al destinatario que desborda su 
capacidad de comprensión y asimilación de esta, haciéndole 
imposible a la contraparte un análisis completo e integral 
de todos los datos puestos a su disposición. 
De manera que la exteriorización de la información debe 
estar acompañada de ciertos requisitos, entre ellos que la 
información esté dotada de las características que permitan 
ilustrar de forma adecuada al destinatario de los elementos 
de juicio necesarios para discernir la conveniencia y condi-
ciones de contratación y evitar los factores de distorsión del 
razonamiento y de la elección por las partes contratantes, a 
fin de lograr una eficaz protección de la contraparte y ga-
rantizar que esta ejerza en verdad su libertad de contratar93.
93 Además de establecer qué se informa, es importarte determinar cómo se 
informa: cfr. Salgado raMíreZ, “Consideraciones sobre el deber precontractual 
de información y su particularidad en la relación de consumo”, cit., p. 313. Por 
su parte, ruSSo, op. cit., pp. 55-56, afirma que la forma de la información debe 
ser adecuada, y pone el ejemplo de la información entregada al paciente, pues 
el Código de Deontología Médica exige que la información sobre el diagnostico, 
pronóstico, la terapia y las posibles complicaciones deben ser entregadas de 
forma comprensible y exhaustiva. La información debida es aquella que, en 
el caso concreto, resulta necesaria para permitir al paciente cada reflexión 
sobre las propuestas terapéuticas y los relativos riesgos en modo de satisfacer 
plenamente el principio de la tutela a la salud. En Colombia, por ejemplo, el 
Estatuto del Consumidor, Ley 1480 de 2011, establece en el artículo 23 que 
“los proveedores y productores deberán suministrar a los consumidores 
información, clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, comprensible, precisa 
e idónea sobre los productos que ofrezcan y, sin perjuicio de lo señalado para los 
productos defectuosos, serán responsables de todo daño que sea consecuencia 
de la inadecuada o insuficiente información. En todos los casos la información 
mínima debe estar en castellano. Parágrafo.— salvo aquellas transacciones 
y productos que estén sujetos a mediciones o calibraciones obligatorias 
dispuestas por una norma legal o de regulación técnica metrológica, respecto 
de la suficiencia o cantidad, se consideran admisibles las mermas en relación 
con el peso o volumen informado en productos que por su naturaleza puedan 
sufrir dichas variaciones. Cuando en los contratos de seguros la compañía 
aseguradora modifique el valor asegurado contractualmente, de manera 
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A estos efectos, la información deberá estar dotada de 
tres características94: transparencia, claridad y oportunidad, 
las cuales presentan a su vez particularidades según el caso 
concreto.
1) Transparencia. La información es trasparente cuando 
el destinatario puede tener un conocimiento de tal calidad 
que le permita efectuar una elección razonable y consciente, 
puesto que conoce de primera mano y totalmente las cir-
cunstancias sobre la relación negocial y todas sus vicisitudes, 
tanto positivas como negativas. 
La información transparente ha de ser completa y 
exacta. respecto a la plenitud de la información, la buena 
fe desempeña una función predominante, pues según las 
circunstancias del caso concreto, se determinará la selección 
de la información que deberá ser comunicada, la cual no 
deberá solo limitarse a la que hace referencia a los elementos 
esenciales, sino de todos aquellos elementos que, aunque 
no sean esenciales desde el punto de vista de la represen-
tación formal del reglamento contractual, son útiles para 
establecer los costos y los beneficios del negocio95. En efecto, 
la transparencia de la información, desde el punto de vista 
de su plenitud, se dimensiona en razón de la exigencia de 
tutela de la contraparte; cuanto más amplia y articulada 
sea la tutela, tanto mayor debería ser el contenido del 
deber de informar.
Existen informaciones cuyo contenido ha sido establecido 
por la ley y por tanto se considera completa, en especial 
cuando la información tiene que ser suministrada por un 
unilateral, tendrá que notificar al asegurado y proceder al reajuste de la prima, 
dentro de los treinta (30) días siguientes”.
94 Estas características ya fueron evidenciadas en un escrito anterior: chINchIlla 
IMBett, “El deber de información contractual y sus límites”, cit., p. 332 y ss. 
95 SeNIgaglIa, op. cit., p. 34.
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profesional96. Así sucede, por ejemplo, con la información 
que se le debe suministrar al consumidor financiero, pues 
se le exige a la entidad prestadora de servicios financieros 
suministrar información comprensible, transparente, clara, 
veraz y oportuna acerca de sus productos y de los servicios 
ofrecidos en el mercado; de ahí que los contratos y regla-
mentos generales que regulan las relaciones con los clientes 
deben contener los términos y condiciones del producto o 
servicio, los derechos y obligaciones y las tasas efectivas 
de interés, los precios o tarifas finales y la forma utilizada 
para determinarlos97.
96 Ley 1480 de 2011, art. 24: “La información mínima comprenderá: 1. sin 
perjuicio de las reglamentaciones especiales, como mínimo el productor debe 
suministrar la siguiente información: 1.1. Las instrucciones para el correcto uso 
o consumo, conservación e instalación del producto o utilización del servicio; 
1.2. Cantidad, peso o volumen, en el evento de ser aplicable. Las unidades 
utilizadas deberán corresponder a las establecidas en el sistema Internacional 
de Unidades o a las unidades acostumbradas de medida de conformidad 
con lo dispuesto en esta ley; 1.3. La fecha de vencimiento cuando ello fuere 
pertinente. tratándose de productos perecederos, se indicará claramente y 
sin alteración de ninguna índole la fecha de su expiración en sus etiquetas, 
envases o empaques, en forma acorde con su tamaño y presentación. El 
Gobierno reglamentará la materia; 1.4. <Numeral exequible por el término de 
2 años. Ver sentencia C-583 de 2015>. Las especificaciones del bien o servicio. 
Cuando la autoridad competente exija especificaciones técnicas particulares, 
estas deberán contenerse en la información mínima. // 2. Información que 
debe suministrar el proveedor: 2.1. La relativa a las garantías que asisten al 
consumidor o usuario; 2.2. El precio, atendiendo las disposiciones contenidas 
en esta ley. En el caso de los subnumerales 1.1., 1.2. y 1.3 de este artículo, el 
proveedor está obligado a verificar la existencia de los mismos al momento de 
poner en circulación los productos en el mercado. Parágrafo.— El productor 
o el proveedor solo podrá exonerarse de responsabilidad cuando demuestre 
fuerza mayor, caso fortuito o que la información fue adulterada o suplantada 
sin que se hubiera podido evitar la adulteración o suplantación”.
97 Ley 1328 de 2009, art. 9.º: “Contenido mínimo de la información al consumi-
dor financiero. En desarrollo del principio de transparencia e información 
cierta, suficiente y oportuna, las entidades vigiladas deben informar a los 
consumidores financieros, como mínimo, las características de los productos 
o servicios, los derechos y obligaciones, las condiciones, las tarifas o precios y 
la forma para determinarlos, las medidas para el manejo seguro del producto 
o servicio, las consecuencias derivadas del incumplimiento del contrato, y la 
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Ahora bien, si se entrega una información completa pero 
por las vicisitudes de la misma relación sobrevienen o son 
conocidos hechos nuevos que hacen que la información 
se torne incompleta o inexacta, es deber de la contraparte 
ampliar o modificar la información previamente suminis-
trada98. Esta obligación de informar con transparencia se 
extiende incluso más allá de la finalización del contrato, 
cuando quiera que se revelen o conozcan posteriormente 
informaciones que pueden llegar a comprometer, menguar 
o suprimir los beneficios derivados del contrato celebrado, 
en una aplicación de la buena fe poscontractual.
demás información que la entidad vigilada estime conveniente para que el 
consumidor comprenda el contenido y funcionamiento de la relación esta-
blecida para suministrar un producto o servicio. En particular, la información 
que se suministre previamente a la celebración del contrato, deberá permitir 
y facilitar la adecuada comparación de las distintas opciones ofrecidas en el 
mercado. // La superintendencia Financiera de Colombia deberá impartir 
instrucciones especiales referidas a la información que será suministrada a los 
consumidores financieros de manera previa a la formalización del contrato, 
al momento de su celebración y durante la ejecución de este, indicándole a la 
entidad vigilada los medios y canales que deba utilizar, los cuales deben ser 
de fácil acceso para los consumidores financieros. // Parágrafo 1.— Previo a 
la celebración de cualquier contrato, las entidades vigiladas deberán proveer 
al potencial cliente una lista detallada, de manera gratuita, de todos los cargos 
o costos por utilización de los servicios o productos, tales como comisiones 
de manejo, comisiones por utilización de cajeros electrónicos propios o no, 
costos por estudios de créditos, seguros, consultas de saldos, entre otros. Así 
mismo, deberán informarse los demás aspectos que puedan implicar un costo 
para el consumidor financiero, como sería la exención o no del gravamen a 
las transacciones financieras, entre otros. Adicionalmente, deberán indicar al 
cliente los canales a través de los cuales puede conocer y es publicada cual-
quier modificación de las tarifas o costos, que se pueda efectuar en desarrollo 
del contrato celebrado con la entidad. // Igualmente, las entidades deberán 
informar de manera clara, si dentro de sus reglamentos tienen contemplada la 
obligatoriedad de las decisiones del defensor del cliente, así como el rango o 
tipo de quejas a las que aplica. // Esta información deberá ser suministrada a 
los clientes de la entidad vigilada, con una periodicidad por lo menos anual”.
98 pIetro trIMarchI, La responsabilità civile: atti illeciti, rischio, danno, Milán, Giuffrè, 
2017, p. 142
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Esta obligación de transparencia se afecta igualmente con 
los actos de reticencia, que, como se expresó, afectan el carác-
ter completo de la información. Pues el remitente no puede 
reservarse información que sea relevante para la contraparte 
en la relación contractual; no podrá omitir información que 
pueda llegar a incidir en la toma de decisión de contratar o 
en la ejecución de las prestaciones a cargo del destinatario99. 
En este sentido, es justo tutelar a la parte lesionada por la 
omisión de información que la ha conducido a celebrar un 
contrato que habría evitado o habría celebrado o ejecutado 
de una forma diferente si su contraparte, en lugar de callar, 
le hubiera informado cabalmente100.
99 vISINtINI, op. cit., p. 36: “La reticencia resultará relevante no solo porque se 
viola el deber de información exigido en las tratativas, sino todas aquellas 
veces en las que se existe, en atención a las circunstancias del caso concreto, 
una apariencia tal de suscitar en la contraparte un convencimiento erróneo”. 
Por ello nos haríamos una pregunta: ¿en cuál categoría dogmática podría 
encuadrarse la reticencia? se trata de la cuestión dogmática relativa a la ad-
misibilidad de la figura del dolo comisivo y el dolo omisivo: 1) una posición 
que la sitúa como categoría diferente de la del dolo, pues este se concreta 
con un comportamiento activo (cfr. SeNIgaglIa, op. cit., p. 41.); 2) una posición 
que considera a la reticencia como el dolo en los casos en los que existe un 
deber legal de informar, es decir, que haya una explícita norma que ordene 
hablar al contratante (cfr. Sacco, op. cit., p. 200); y 3) una posición en la que 
se considera que la reticencia es dolosa cuando hay obligación de informar 
datos relativos a circunstancias solo determinantes, de las circunstancias 
“primarias” del contrato (cfr. vISINtINI, op. cit., p. 130; BIaNca, op. cit., p. 
685). En efecto, se ha intentado diferenciar la reticencia del silencio: este 
indica solo el comportamiento de quien no habla, no revela, de quien tiene 
el secreto para sí; aquella, en cambio, representa el comportamiento de 
quien no dice aquello a lo que está obligado o debería decir. El silencio no 
necesariamente presupone el conocimiento de la circunstancia no revelada, 
mientras la reticencia siempre implica el conocimiento de lo que no se dice 
y, por tanto, la conciencia y voluntad del acto omisivo. Véase gIuSSeppe grISI, 
L’obbligo precontrattuale di informazione, Nápoles, Jovene, 1990, p. 282, n.º 30.
100 roppo, op. cit., p. 763 y ss. Además, ilustra su afirmación dando el siguiente 
ejemplo (p. 170): si x le vende a Y, su cliente habitual, una nevera nueva 
para su familia, sabiendo que la esposa de Y la había adquirido pocas horas 
antes, es completamente lógico permitirle a Y poder solicitar la nulidad de 
un contrato inútil o pedirle cuentas a x por su comportamiento desleal.
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otra característica de la transparencia es la relacionada 
con la exactitud de la información, la cual debe ajustarse a 
la realidad, ser veraz. Una información mendaz es aquella 
afirmación o señal exterior que ofrece una falsa represen-
tación de la realidad. Así, las mentiras que generan un 
incumplimiento del deber de informar son las que recaen 
sobre los datos que directa o indirectamente afectan la esfera 
de la contraparte en torno a los elementos que se han de 
considerar sobre la conveniencia y términos de la relación 
contractual. De esta manera, por ejemplo, el vendedor no 
puede compeler al comprador a realizar el negocio mintién-
dole acerca de que ha recibido otras ofertas de compra de 
personas dispuestas a adquirir en reventa a un precio mayor 
el bien que le pretende vender101; el vendedor de locales 
comerciales no puede afirmar que el centro comercial en el 
que quedarán estos contará con más parqueaderos de los 
que en realidad se programan construir; tampoco podría 
promocionarse un producto con el ofrecimiento de garantías 
que a la postre están sometidas a innumerables condiciones, 
excepciones y reservas que hacen prácticamente imposible 
hacerlas efectivas102. 
Es de precisar que la transparencia de la información 
no se ve afectada en aquellos eventos en los que se hace un 
genérico alarde o hiperboliza la calidad o naturaleza de la 
propia prestación con el fin de atraer a la contraparte103 (en lo 
que se ha denominado desde el derecho romano dolus bonus), 
101 Ejemplo tomado de roppo, op. cit., p. 765.
102 gIovaNNI quadrI, “trasparenza e condizioni generali del contratto: dall’ac-
cordo alla fiducia”, en Trasparenza e legittimità delle condizioni generali di 
contratto (a cura di A. Marini C. stolfi), Nápoles, Esi, 1992, p. 113.
103 “La alabanza exagerada de las calidades de un artículo, la mentira en torno 
de su bondad o a su servicio, usuales en el comercio, constituyen ejemplo 
fácil de actuaciones que no alcanzan el calificativo de dolosas, pues se dan 
por descontadas: ‘cada mercachifle alaba sus agujas’ (licet mercatoribus sese 
invicem circumvenire)”: hINeStroSa, Tratado de las obligaciones, op. cit., p. 1028.
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siempre que la alabanza exagerada no tenga la capacidad de 
engañar a la contraparte sobre las verdaderas calidades del 
producto o servicio ofrecidos, pues si ello es así, estaremos 
en presencia de una violación de la obligación de informar 
de manera transparente, conforme lo exige la buena fe104.
2) La claridad de la información es un corolario del 
deber de información. Esta característica responde a que la 
información no sea dada de modo oscuro o ambiguo. Por 
lo general, la claridad se le impone a la parte fuerte, que 
predispone de forma unilateral el texto contractual105.
La exigencia de claridad comporta expresar de manera 
inequívoca el contenido íntegro y enteramente comprensible 
de la operación económica proyectada. Eso permite evitar 
cualquier ambigüedad lingüística o conceptual, de forma 
que el contenido del futuro contrato y el objeto sobre el cual 
recae sean evidenciados sin duda sobre su significado e in-
terpretación106. A fin de lograr tal claridad, se debe evitar el 
uso de vocablos que tengan una doble significación o una 
comprensión conceptual de difícil aprehensión, además de 
precaver que la contraparte no encuentre dentro del contrato 
disposiciones que le generen malentendidos, que le impidan 
104 NeMe vIllarreal, La buena fe en el derecho romano…, op. cit., p. 248.
105 “La claridad es un deber que recae sobre el declarante, en el que resulta 
indispensable, en el interés de los terceros, un mínimo de univocidad y 
de claridad, que permita la tutela de la confianza fundada sobre el común 
significado de las declaraciones contractuales”: eMIlIo BettI, Teoría general 
del negocio jurídico, Madrid, revista de Derecho Privado, 1959, p. 105. Por 
ejemplo, Salgado raMíreZ, “Consideraciones sobre el deber precontractual 
de información y su particularidad en la relación de consumo”, cit., p. 313, 
trae a colación un ejemplo del derecho antiguo (D. 14.3.11.3) en el que el 
empresario debía dar información inequívoca a la clientela, no variarla 
constantemente, situarla en modo visible en el establecimiento, con 
caracteres legibles, de manera entendible, en el idioma en el que se pudiera 
entender por la comunicada, para que nadie se excusara por la ignorancia 
de la escritura, todo en aras de garantizar que la clientela supiera en qué 
condiciones contrataba.
106 gIovaNNI MeruZZI, La trattativa maliziosa, Padua, Cedam, 2002, p. 171.
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el correcto entendimiento de las palabras y, por consiguiente, 
la comprensión del verdadero sentido y alcance de lo que 
se quiere y de aquello a lo que se obliga107.
Además, otra circunstancia que debe ser considerada a 
fin de lograr la claridad de la información es la posibilidad 
de que el destinatario utilice la información comunicada 
y se apropie de ella, pues esta le debe ser presentada de 
forma que sea accesible a su capacidad y a sus posibilida-
des, para que así pueda aprovecharse de los beneficios de 
encontrarse debidamente informado, entre alguno de ellos, 
de tener un consentimiento ilustrado. Los contratantes deben 
rechazar el lenguaje susceptible de no ser comprendido por 
la contraparte; es decir: existe la obligación de expresarse 
con claridad, de manifestar los intereses de manera precisa, 
para que así deba estarse a la pura y real intención de los 
contratantes108 y no correr con la suerte de soportar las con-
secuencias nocivas de incumplir con el deber de claridad.
3) Oportunidad. La información deberá ser trasmitida 
de manera que produzca efectos beneficiosos en quien la 
recibe. Esto es, deberá ser comunicada a la contraparte en 
el momento indicado para que pueda tomar la decisión de 
contratar y determinar la conveniencia o no de ejercer su 
libertad contractual y las condiciones en las que la ejercerá. 
si la información es entregada tardíamente, se priva al des-
107 BIaNca, El contrato, op. cit., p. 186, nos indica que el contratante debe evitar un 
lenguaje susceptible de no ser comprendido cabalmente por la contraparte. 
Por ello, el contratante no se comporta de buena fe si se aprovecha de la 
ignorancia de la otra parte, respecto al significado de la cláusula aceptada.
108 “si en el acto que le da vida al negocio jurídico, le incumbe, sobre todo, una 
carga de claridad, en el sentido de fijar de manera inequívoca y fácilmente 
reconocible, en cuanto le interesa, el valor vinculante del negocio que 
concluye”: BettI, Teoría general del negocio jurídico, op. cit., p. 92. “Quien 
habla debe declarar todo aquello que sea necesario para evitar que sus 
palabras sean malentendidas: una media verdad equivale a una mentira, 
si es entendida como una verdad completa”: trIMarchI, op. cit., p. 142. 
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tinatario de las bondades de tomar la decisión de contratar 
por medio de una verdadera reflexión sobre la conveniencia 
del negocio, lo que a la postre permite invocar la sanción de 
la falta de consentimiento en el negocio contratado109.
Para ejemplificar la oportunidad como característica 
de la información, podemos señalar los eventos en que 
la información sobre los efectos colaterales de una medi-
cina se comunican después que esta ha sido consumida; 
se comunican restricciones del uso del suelo después de 
adquiridos los terrenos; se manifiestan los riesgos de la 
inversión en determinados títulos valores cuando esta ya 
ha sido efectuada; se comunican las restricciones de compa-
tibilidad tecnológica de un equipo de cómputo cuando ya 
fue ordenado; se informa sobre la no inclusión de una visita 
a un lugar turístico de gran interés en el circuito turístico 
cuando el paquete turístico fue contratado. 
Así mismo, resulta propicio examinar la exigibilidad del 
deber de información en la fase precontractual del contrato 
de seguro, en el que se exige una declaración cierta y com-
pleta sobre el estado del riesgo del asegurado, para lo cual 
el asegurador solicita o propicia dicha información antes de 
la celebración del contrato, de manera que le consienta una 
apreciación cierta sobre el riesgo que va a cubrir para que 
así pueda rechazar o aceptar el seguro, información que de 
nada valdría respecto de la toma de la decisión de contratar 
si no es suministrada en la etapa previa a la celebración 
del contrato110. En efecto, la información sobre las circuns-
109 recientemente, Corte suprema de Justicia, sala de Casación Civil, sentencia 
sC 4659-2017 del 3 de abril de 2017, donde se declara la nulidad de un 
contrato de seguro de cumplimiento a causa de la reticencia al ocultar 
información sobre el incumplimiento de un contrato de suministro anterior 
que estaba amparado por la misma aseguradora.
110 Corte suprema de Justicia, sala de Casación Civil, sentencia de 19 de mayo 
de 1999, exp. 4929. 
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tancias y hechos relevantes para la apreciación del riesgo 
debe realizarse oportunamente111, esto es, en la preparación 
del contrato, ya que “lo que importa es asegurar la justicia 
contractual, para la cual, en ese momento, es indispensable 
extremar los deberes de lealtad, corrección, plenitud, en una 
palabra, estricta buena fe objetiva, que, a quien debiendo 
ser sincero y completo en las informaciones y explicaciones 
que preceden a la celebración del contrato, le impiden salir 
del paso diciendo ‘nadie me lo preguntó’”112.
8.2. El deber de información debe al menos 
contener la información esencial sobre el 
contenido y efectos del contrato, lo cual 
se especifica en consideración al caso concreto 
En la etapa de formación del contrato se puede exigir la 
comunicación de todos aquellos elementos esenciales que 
aparecen determinantes del consentimiento en el cuadro del 
proyectado reglamento contractual113; carácter esencial que 
puede ser visto desde una perspectiva objetiva o subjetiva. 
Las circunstancias esenciales objetivas son las relativas a la 
111 ferNaNdo hINeStroSa, “El deber de sinceridad del tomador del seguro en su 
declaración del estado del riesgo”, en Revista Iberolatinoamericana de Seguros, 
bogotá, Pontificia Universidad Javeriana, 2006, p. 133. 
112 hINeStroSa, Tratado de las obligaciones, op. cit., p. 1043. En el mismo sentido, se 
podría citar el artículo 1010 del Código de Comercio, en virtud del cual se 
le exige al remitente en el contrato de transporte de cosas informar al tras-
portador, a más tardar al momento de la entrega de la mercancía, el nombre 
y la dirección del destinatario, el lugar de entrega, la naturaleza, el valor, el 
número, el peso, el volumen y las características de las cosas, y las condiciones 
especiales para el cargue y el embalaje especial de ser necesario, de manera 
que le permita al trasportador tomar las precauciones necesarias y manejar 
adecuadamente las mercancías que están a su cargo.
113 chINchIlla IMBett, “El deber de información contractual y sus límites”, cit., p. 
331; reNgIfo garcía, “Deber precontractual de información y las condiciones 
generales de contratación”, cit., p. 88.
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prestación en sí misma considerada, mientras las circunstan-
cias esenciales subjetivas son las que constituyen la razón 
exclusiva y principal de la determinación de la parte que 
va a contratar. Estas circunstancias deben individuarse en 
el caso concreto, para lo cual es útil valorar la calidad y las 
condiciones de los sujetos contratantes, en especial cuando 
uno de ellos es un profesional y tiene competencia especí-
fica en la materia objeto de contratación; la importancia y 
la naturaleza del contrato; las circunstancias en las cuales 
se celebra; la existencia de relaciones precedentes entre las 
partes; los usos y las costumbres; el contexto económico 
social; la diferente naturaleza y contenido de la información 
que se va a suministrar114. Por ejemplo, en el contrato de 
crédito de consumo se le debe informar al consumidor el 
monto por financiar; el interés remuneratorio y moratorio, 
en función de tasa efectiva anual sobre el monto financiado; 
el sistema de liquidación utilizado; en fin, la información 
íntegra y clara sobre la operación de crédito115.
también constituye el deber de información la obligación 
de comunicar las circunstancias objetivas que lo pueden 
hacer inválido, ineficaz o inútil. En efecto, se podría exigir 
el aviso de aquellos elementos que no son capaces de incidir 
en la validez del contrato pero que son igualmente impor-
tantes para la valoración de su conveniencia116, como, por 
114 tardía, “buona fede ed obblighi di informazione. tra responsabilità 
precontrattuale e responsabilità contrattuale”, cit., pp. 742-743.
115 Ley 1480 de 2011, art. 45.
116 vISINtINI, La reticenza nella formazione del contratto, op. cit., p. 108. Esta 
perspectiva implica “distinguir entre el error y los motivos; el cual no 
se configura como defecto de conocimiento, sino como un defecto en la 
valoración de los propios intereses respecto al contrato. Una anomalía, eso 
es, que se coloca toda sobre el plano de la valoración individual del contrato 
para cada contratante y que puede surgir como un elemento conocible por 
el otro solo si es adecuadamente ‘contractualizado’, esto es, comunicado y 
63
ejemplo, la idoneidad del negocio en la satisfacción de los 
intereses del contratante117.
Del mismo modo, forma parte del contenido del deber 
de información comunicar las causas de inutilidad del con-
trato o de la prestación, entendida como la imposibilidad 
de realizar la causa del contrato, pues puede suceder, por 
ejemplo, que esté por verificarse un evento que lo con-
vierte en irrealizable. La inutilidad de la prestación, por 
su parte, puede hallarse cuando ella, aun siendo conforme 
con la representación que se ha hecho la contraparte, no 
hecho objeto de las tratativas”: SeNIgaglIa, op. cit., p. 33. Contrariamente, 
BIaNca, El contrato, op. cit., p. 183, afirma que “el deber de información no 
puede comprender la conveniencia del negocio, toda vez que la mayor 
o menor conveniencia, es decir, el mayor o menor provecho del negocio, 
está dentro del juego normal de la contratación. Cada cual tiene la carga 
de valorar, por sí mismo, la conveniencia del contrato que celebra, y así, 
soportar el riesgo de una valoración equivocada, a menos que el error sea 
el resultado de la contraparte”.
117 En efecto, se debe analizar el contenido del deber de información, no solo en 
su función protectora del consentimiento, sino de las consideraciones que se 
desprenden del juego entre la confianza y los intereses que se buscan satisfacer 
con la celebración del contrato (p. 313). Como afirma posteriormente, no 
existe en las fuentes un deber de enriquecer a la contraparte a costa del 
propio conocimiento; solo se encuentran los fundamentos de un deber de 
no empobrecerla dentro de unos límites objetivos (lesión en cuanto una 
pérdida significativa del patrimonio) y subjetivos (reconocimiento jurídico 
del no poder saber) (p. 330). Cfr. Salgado raMíreZ, “Consideraciones sobre 
el deber precontractual de información y su particularidad en la relación 
de consumo”, cit., pp. 313 y 330. Emblemático puede ser el caso en cuya 
virtud existe un intercambio de productos tecnológicos, en el que el elevado 
nivel tecnológico de la mercancía ofrecida determina una disparidad no solo 
cognoscitiva, sino también de la comprensión de la información misma. En 
tal hipótesis, la obligación de información requerida al profesional no se 
agota con la comunicación de datos relativos a la calidad de los productos 
y a sus características, sino que se extiende a las noticias relativas a la 
operatividad técnica respecto a las reales necesidades del usuario. Cfr. 
daNIela valeNtINo, Obblighi di informazioni, contenuto e forma negoziale, 
Nápoles, Esi, 1999, p. 125 y ss.
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es susceptible de satisfacer su interés, como, por ejemplo, 
solicitar asistencia legal de una acción que ya se extinguió 
o solicitar un servicio de trasporte que se sabe que será 
insuficiente para llevar la mercancía118. 
En materia del derecho de consumo, las relaciones deman-
dan al empresario información de variada índole que permita 
una mayor madurez del consumidor, pues así lo exige la 
complejidad o el riesgo personal o económico que acarrean 
dichas relaciones para el consumidor o usuario119. En efecto, 
el deber de información debe contener la descripción de las 
características del bien o del servicio ofrecido, incluso dar 
las instrucciones apropiadas para su utilización; también 
comprende las causas de incumplimiento del contrato o de 
sus contingencias, como advertir que la mercancía adolece 
de un vicio o sobre la peligrosidad del uso del bien o del 
carácter nocivo del consumo de un determinado produc-
to. Incluso se ha impuesto el deber de informar sobre los 
propios derechos y tutelas de los que es titular el consumi-
dor120, como, por ejemplo, la forma de ejercer el derecho 
de retracto121 y las circunstancias de incumplimiento y los 
remedios de los que es titular.
118 BIaNca, El contrato, op. cit., p. 184.
119 hINeStroSa, Tratado de las obligaciones, op. cit., p. 706.
120 Salgado raMíreZ, “Consideraciones sobre el deber precontractual de 
información y su particularidad en la relación de consumo”, cit., pp. 339-340.
121 Por ejemplo, el numeral 2.19 del capítulo segundo del título II de la 
Circular Única de la superintendencia de Industria y Comercio establece 
que los promotores y comercializadores de tiempo compartido, así como 
los productores y proveedores que vendan bienes o servicios mediante 
sistemas de financiación directa o utilizando métodos no tradicionales o a 
distancia, deberán informar al consumidor la forma de ejercer el derecho 
de retracto que se consagra en el artículo 47 de la Ley 1480 de 2011, Estatuto 
del Consumidor.
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8.3. El cumplimiento sustancial del deber de 
información no implica una exigibilidad ilimitada 
de información, ya que requiere la colaboración del 
acreedor en atención a su posición negocial, 
a sus cualidades y a las particularidades 
de la información que se ha de suministrar 
No se puede llegar al error de perspectiva de atribuirle a la buena 
fe el efecto de imponerles a las partes del contrato la obligación 
de revelar toda la información que poseen con el fin de llegar 
al acuerdo o a la ejecución del programa contractual. hay 
una sensibilidad por la eficiente y racional distribución de 
los recursos y de la información, lo que implica, primero, 
evitar premiar la ignorancia y la pereza de quien pasiva-
mente espera de la contraparte informaciones que podría o 
debería buscarse por sus propios medios. Por ello, no hay 
obligación y responsabilidad si el hecho no declarado es 
evidente o si la otra parte tiene igual posibilidad de obtener 
la información, o cuando no haya razón de sostener que la 
contraparte se encuentra en error122. 
En efecto, se debe evaluar la posición del acreedor de 
la información respecto de la información que solicita y la 
forma como puede, por sus propios medios, robustecer su 
consentimiento para el correcto ejercicio de su libertad con-
tractual. Es decir, el contratante desinformado debe activarse 
para adquirir el conocimiento de los datos que puedan 
condicionar su elección negocial123, pues al acreedor de la 
información se le exige diligencia, en atención a su esfera 
122 trIMarchI, op. cit., p. 142.
123 Ley 1480 de 2011, art. 3.º, donde se establecen los derechos y deberes de 
los consumidores y los usuarios. En especial el numeral 2.1, “informarse 
respecto de la calidad de los productos, así como de las instrucciones que 
suministre el productor o proveedor en relación con su adecuado uso o 
consumo, conservación e instalación”.
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de conocimiento124, a las particularidades y a la función del 
negocio, a la posición negocial de ambas partes y al alcance 
que tiene cada una en lo que concierne a las posibilidades 
de obtener la información125. 
Ahora bien, la exigencia de autotutela debe valorarse 
según la naturaleza de la relación, que puede comportar una 
confianza del neófito en el profesional, los usos y costumbres 
que suelen acompañar la práctica negocial, las condiciones 
de ilustración, las capacidades y posibilidades de la parte 
que las requiere, el costo o sacrificio que implicaría para ella 
procurársela, entre otros aspectos, que como en las relaciones 
de consumo, hacen particularmente delicado descargar de 
manera absoluta en el consumidor una obligación de tutela. 
Así, por ejemplo, se les exige a los consumidores finan-
cieros informarse sobre la entidad que pretenden contratar 
y sobre los productos y servicios que van a adquirir, y 
revisar los términos y condiciones de los contratos126; no 
124 El derecho a ser informado no justifica la inercia del otro contratante, el cual 
está obligado a activarse con la ordinaria diligencia, dónde adquirir todas 
aquellas informaciones necesarias para valorizar la utilidad del contrato, 
en especial las que forman parte de su esfera de conocimiento y que están, 
por tanto, a su alcance. La diligencia se convierte en un límite a la extensión 
del deber de información de una parte respecto a la otra. Véase tardía, 
“buona fede ed obblighi di informazione. tra responsabilità precontrattuale 
e responsabilità contrattuale”, cit., p. 738. 
125 Salgado raMíreZ, “Consideraciones sobre el deber precontractual de 
información y su particularidad en la relación de consumo”, cit., p. 319.
126 Ley 1328 de 2009, art. 6.º: “Prácticas de protección propia por parte de los consu-
midores financieros. Las siguientes constituyen buenas prácticas de protección 
propia por parte de los consumidores financieros: a) Cerciorarse si la entidad 
con la cual desean contratar o utilizar los productos o servicios se encuentre 
autorizada y vigilada por la superintendencia Financiera de Colombia. b) 
Informarse sobre los productos o servicios que piensa adquirir o emplear, 
indagando sobre las condiciones generales de la operación; es decir, los 
derechos, obligaciones, costos, exclusiones y restricciones aplicables al pro-
ducto o servicio, exigiendo las explicaciones verbales y escritas necesarias, 
precisas y suficientes que le posibiliten la toma de decisiones informadas. 
c) observar las instrucciones y recomendaciones que imparta la entidad 
67
obstante, se reconoce que el no ejercicio de las prácticas 
de protección propia de parte de los consumidores finan-
cieros no implica la pérdida o desconocimiento de los 
derechos que le son propios ante las entidades vigiladas y 
las autoridades competentes. Esta omisión tampoco exime 
a las entidades vigiladas de las obligaciones especiales de 
información transparente, veraz y adecuada consagradas 
en la ley respecto de los consumidores financieros127. Con 
mayor razón cuando en el ordenamiento colombiano la ley 
les ha impuesto a las entidades financieras una obligación 
de brindarles a los consumidores financieros una adecuada 
educación respecto de los productos y servicios financieros 
que ofrecen dichas entidades128.
vigilada sobre el manejo de productos o servicios financieros. d) revisar 
los términos y condiciones del respectivo contrato y sus anexos, así como 
conservar las copias que se le suministren de dichos documentos. e) Infor-
marse sobre los órganos y medios de que dispone la entidad para presentar 
peticiones, solicitudes, quejas o reclamos. f) obtener una respuesta oportuna 
a cada solicitud de producto o servicio. Parágrafo 1.º— El no ejercicio de las 
prácticas de protección propia por parte de los consumidores financieros 
no implica la pérdida o desconocimiento de los derechos que le son pro-
pios ante las entidades vigiladas y las autoridades competentes. De igual 
manera, no exime a las entidades vigiladas de las obligaciones especiales 
consagradas en la presente ley respecto de los consumidores financieros. 
Parágrafo 2.º— Los consumidores financieros tendrán el deber de sumi-
nistrar información cierta, suficiente y oportuna a las entidades vigiladas y 
a las autoridades competentes en los eventos en que estas lo soliciten para 
el debido cumplimiento de sus deberes y de actualizar los datos que así lo 
requieran. Del mismo modo, informarán a la superintendencia Financiera 
de Colombia y a las demás autoridades competentes sobre las entidades 
que suministran”.
127 Parágrafo 1.º del artículo 6.º de la Ley 1328 de 2009, citado.
128 Ley 1328 de 2009, art. 3.º: “Principios. se establecen como principios 
orientadores que rigen las relaciones entre los consumidores financieros y 
las entidades vigiladas, los siguientes: […] f) Educación para el consumidor 
financiero. Las entidades vigiladas, las asociaciones gremiales, las 
asociaciones de consumidores, las instituciones públicas que realizan la 
intervención y supervisión en el sector financiero, así como los organismos de 
autorregulación, procurarán una adecuada educación de los consumidores 
financieros respecto de los productos y servicios financieros que ofrecen las 
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Por otra parte, no puede dejar de reconocerse que la in-
formación tiene un valor en sí misma, que recabarla implica 
casi siempre costos y uso de recursos considerables, por 
lo que el poseedor de información que ha trabajado en su 
consecución, análisis y sistematización debe ser igualmente 
tutelado. De manera que el configurar una obligación abso-
luta de revelar información indiscriminadamente estaría en 
contravía de los derechos de quienes tienen legítimamente 
tal información, en tanto les asiste el derecho de tenerla de 
forma exclusiva, sin que por supuesto eso lleve a generar 
abusos o configurar reticencia129. Es verdad que el deber de 
información evita que las partes se crean con el derecho a 
ocultar los hechos cuyo conocimiento es indispensables a 
la contraparte para la consciente maduración de las propias 
determinaciones negociales; pero es también verdad que 
entidades vigiladas, de la naturaleza de los mercados en los que actúan, 
de las instituciones autorizadas para prestarlos, así como de los diferentes 
mecanismos establecidos para la defensa de sus derechos”.
129 “se requiere distinguir entre las informaciones que son fruto de una 
particular competencia o habilidad, o de difíciles investigaciones, y las 
que surgen y se obtienen con la ordinaria diligencia. De aquí una normal 
distinción entre la posición del vendedor y del comprador de un bien: el 
vendedor es obligado a entregar al adquirente todo aquello que resulta 
del propio título y las cualidades jurídicas y físicas del bien. En cuanto 
a la posición del comprador, se ha argumentado que no es obligado a 
señalar características del bien o circunstancias que le atribuyan un valor 
mayor supuesto por el vendedor, cuando su conocimiento sea fruto de una 
particular competencia o de difíciles investigaciones. si, por ejemplo, el 
adquirente, con base a la propia especial competencia, se da cuenta de que 
el cuadro, no reconocido por la crítica, es en realidad de un autor famoso, 
del que el vendedor ignora, conviene, con el fin de incentivar la eficiencia 
económica, que le sea consentido conseguir provecho de su descubrimiento, 
mientras no hay razón para que el provecho sea atribuido, en todo o en parte, 
al propietario sin merito: por ello no hay obligación de hacerlo partícipe de 
la información”: trIMarchI, op. cit., p. 143. En efecto, roppo, op. cit., p. 765, se 
pregunta “¿Por qué quien ha pagado mucho o trabajado duramente para 
obtener una cierta información debería regalarla a su contraparte? Al límite, 
se puede preguntar hasta qué punto sea justo obligar a compartir con otros 
la información conseguida por pura fortuna”.
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el deber de información se desdibuja y pierde su función 
cuando, por ejemplo, se le impone a la contraparte revelar 
información reservada que no se requiere para llevar a 
cabo los tratos preliminares o que ha sido conseguida con 
esfuerzo y con inversiones cuantiosas y, por ende, es meri-
toria de retribución130.
Por ello debe existir equilibrio entre la pretensión a la 
conservación de la información adquirida onerosamente o 
en razón de la especial cualificación profesional y la exigen-
cia que tiene la parte privada del conocimiento de conocer 
algunos elementos decisivos del negocio. En ese sentido, la 
información suministrada a la contraparte tiene un límite que 
consiste en que el cumplimiento de dicho deber no constituya 
un sacrificio que no le es exigible, habida consideración de 
que la obligación de informar solo es exigible en la media 
en que el otorgamiento de la información constituya una 
exigencia ilegítima que lesione los intereses de quien la tiene. 
La buena fe es el instrumento que permite establecer 
en qué presupuestos la pretensión de conservación de la 
información de parte del poseedor debe ceder el paso a 
la exigencia de la contraparte de completar su cuadro del 
conocimiento sobre el contrato131. Los presupuestos esta-
rán determinados por la forma como se desarrollaron las 
negociaciones precontractuales, la calidad de las partes y 
130 En efecto, tardía, “buona fede ed obblighi di informazione. tra responsa-
bilità precontrattuale e responsabilità contrattuale”, cit., p. 739, afirma que 
el límite de la diligencia impuesta al acreedor de la información se conecta 
perfectamente a la lógica de libre competencia que encuentra tutela a la 
“libertad de encontrar y mantener posiciones de ventaja”, a la que corres-
ponde la posibilidad de aprovechar la ventaja de la información que ha sido 
conseguida por sus propios medios. Una lógica diferente, es decir, obligar 
a entregar la información conseguida con cuantiosos esfuerzos, implicaría 
desincentivar la búsqueda de la información que permite el mejoramiento 
de procesos contractuales.
131 roppo, op. cit., p. 765.
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la brecha de sus posiciones contractuales, las características 
de la operación económica, la naturaleza y el contenido de 
la información que se requiere revelar o se pretende reservar 
y el grado de esencialidad de la información en la determi-
nación de los intereses de las partes132.
9. la aplIcacIóN de loS reMedIoS eN caSo de INcuMplIMIeNto 
del deBer de INforMacIóN deBe eStar orIeNtada por la BueNa 
fe coNtractual, eN cuaNto perMIte elegIr el juSto reMedIo 
eN ateNcIóN a laS partIcularIdadeS del caSo coNcreto 
En caso de incumplimiento del deber de informar, el sistema 
de remedios contractuales se vuelca a evitar el surgimiento de 
negocios jurídicos, pues al no consolidarse el consentimien-
to, tampoco podría surgir el negocio. sin embargo, existen 
supuestos de hecho en los que el incumplimiento del deber 
de información no afecta gravemente la conformación del 
consentimiento y, por ende, del acuerdo, por lo que el negocio 
podría entenderse válido, pero afectados los intereses de las 
partes subyacentes en la operación económica del contrato133.
Cuando se aplica la teoría de los vicios del consentimien-
to, y en particular del error, en los eventos en que la falta 
de información incide en el aspecto subjetivo del negocio 
o sobre los elementos que el sujeto tiene derecho a cono-
cer en aras de celebrar válidamente un contrato134, esto se 
refleja en la anomalía del proceso de comunicación y de 
representación de los elementos del contrato, relevante en 
132 pIraINo, op. cit., p. 334.
133 En efecto, se pregunta si la violación del deber de información pesa en el 
juicio de responsabilidad extracontractual, contractual o si conforma un 
tertium genus de responsabilidad. Cfr. tardía, “buona fede ed obblighi 
di informazione. tra responsabilità precontrattuale e responsabilità 
contrattuale”, cit., p. 755 y ss.
134  Sacco, op. cit., p. 220.
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tanto dichos elementos son objeto de conocimiento de las 
partes para celebrar el contrato. En ese sentido, la parte que 
incurre en error se encuentra en una situación de conoci-
miento defectuoso o deformado, mientras su contraparte 
se encuentra en un estado de potencial conocimiento, lo 
cual afecta los presupuestos sobre los que se construye el 
reglamento de intereses135. Así, el contrato puede ser nulo 
cuando la información ha sido entregada sin claridad, sin 
transparencia o inoportunamente, cuando quiera que dicha 
información haya sido determinante para la celebración 
del contrato, hasta tal punto que la parte que carece de la 
información, de haberla tenido de manera adecuada y útil, 
no habría contratado jamás136. 
Un razonamiento similar se puede plantear con respecto 
al dolo en aquellos eventos en los que exista reticencia y 
la parte obligada calle de forma deliberada una informa-
ción sustancial para la determinación de la conveniencia 
y condiciones de celebración del contrato, o cuando se 
hayan suministrado informaciones falsas que afecten la 
determinación de celebrar el contrato o de hacerlo en ciertas 
circunstancias, o cuando se hayan realizado maquinaciones 
que involucren el suministro o la omisión de información con 
la intención de engañar a la contraparte. De manera que solo 
puede ser declarado nulo el contrato cuando en atención a 
las circunstancias del caso concreto y a las cualidades de la 
contraparte el dolo cometido tenga la virtualidad de viciar 
el consentimiento137.
135 SeNIgaglIa, op. cit., p. 33.
136 roppo, op. cit., p. 761.
137 MeruZZI, op. cit., p. 234. “El dolo es causa de nulidad del contrato cuando 
el engaño usado es tal de, sin él, la otra parte no habría prestado el con-
sentimiento para la celebración del contrato, o sea cuando, determinando 
la voluntad del contratante, ha generado en el deceptus una representación 
alterada de la realidad, procurando en su mecanismo volitivo un error 
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Existen casos en los que la existencia de hechos constitutivos 
de un típico vicio del consentimiento a causa del incumplimien-
to del deber de información es atenuada, pues la valoración 
de la correspondencia entre el negocio y los intereses de las 
partes no se ve completamente afectada. Así las cosas, la ano-
malía del conocimiento es menos intensa, hasta tal punto que 
el ordenamiento no actúa mediante la nulidad del contrato, 
sino que da lugar al surgimiento de responsabilidad; vale decir, 
el incumplimiento del deber de información tiene el alcance 
de modificar la representación del contrato o de su utilidad, 
incidiendo únicamente sobre el contenido de las singulares 
cláusulas del acuerdo, pero no influyendo sobre la voluntad 
de celebrar un contrato138.
En este supuesto de hecho, es importante el papel de 
la buena fe como criterio de valoración del específico 
comportamiento de los contratantes en la selección comu-
nicativa de la información no esencial, desde el punto de 
vista de la representación del reglamento contractual, pero 
útil en el cálculo de los costos y beneficios a los que cada 
contratante tendría derecho disponiendo de la información 
necesaria, pues el contrato, al ser perfeccionado, engloba 
todas las relaciones jurídicas anteriores a su celebración, 
hasta el punto de determinar la responsabilidad cuando 
considerado esencial […]; se concluye que para producir la anulación del 
contrato no es suficiente cualquier influencia psicológica sobre el otro con-
tratante, sino son necesarios engaños o manipulaciones, o incluso simples 
mentiras que tengan una eficiencia causal sobre la determinación volitiva 
de la contraparte y, por lo tanto, sobre el consentimiento de esta última”: 
Italia, Cassazione sezione Unite, 11 marzo 1996, n.º 1955, en Giustizia Civile, 
1996, p. 513. 
138 MaNuela MaNtovaNI, Vizi incompleti del contratto e rimedio risarcitorio, turín, 
Giapichelli, 1995, passim. 
73
la contraparte calló u ocultó dicha información útil139. De 
esto resulta que las obligaciones precontractuales sufren 
una especie de metamorfosis en cuanto se transforman en 
obligaciones instrumentales respecto al contrato mismo 
una vez celebrado140, de modo que su violación produce 
la activación de los remedios propios del contrato en la 
contraparte, como sería el resarcimiento del eventual daño 
a causa de encontrarse en un contrato en condiciones di-
ferentes de las que hubiera aceptado teniendo un claro y 
exacto conocimiento de los presupuestos del contrato o que 
no hubiera estipulado jamás141.
también es aplicable el remedio de la interpretación 
en sentido contrario. Es decir, cuando no se cumple con 
139 “[El silencio] puede ser fuente de responsabilidad, pero solo cuando 
constituya una obligación de aclarar a la otra parte la realidad de la situación. 
se puede tratar tal vez de una obligación impuesta por la ley. Frecuentemente 
se trata de una obligación que deriva del principio general de la honestidad: 
ocurrirá que, en las circunstancias concretas, el silencio aparezca como una 
desleal reticencia”. trIMarchI, op. cit., p. 142.
140 tardía, “buona fede ed obblighi di informazione. tra responsabilità 
precontrattuale e responsabilità contrattuale”, cit., p. 766.
141 si el incumplimiento del deber de informar llevara a la contraparte a celebrar 
el contrato que no hubiera celebrado, a la víctima del incumplimiento le 
correspondería un resarcimiento de los daños en la medida de su interés 
en no estipular el contrato, o la pérdida que habría evitado o las mejores 
condiciones que habría podido obtener de no haber estipulado el contrato 
(interés negativo); en cambio, si el incumplimiento del deber de informar 
incide sobre el contenido del contrato pero no sobre su celebración, entonces 
el resarcimiento del daño consistirá en la mejor condición que el contratante 
hubiera obtenido sin la injerencia de dicho incumplimiento. El resarcimiento 
del daño en los límites del interés negativo no representa una limitación 
excepcional de la pretensión resarcitoria, pues quien ha sufrido el daño por 
incumplimiento del deber de información en la etapa precontractual pero 
que no genera la invalidez del contrato de todas formas tiene derecho al 
resarcimiento integral del daño sufrido; el sujeto no lamenta la ejecución 
inexacta o la falta de ejecución del contrato, sino la lesión de su libertad 
negocial. Cfr. BIaNca, op. cit., pp. 194-196.
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la claridad de la información, cuando esta es ambigua, el 
predisponente del texto contractual debe soportar la interpre-
tación desfavorable sobre los términos del contrato142. Esto 
sin obviar la posibilidad de considerar como no incluidas 
aquellas cláusulas no susceptibles de ser comprendidas por 
un sujeto de capacidad e inteligencia medias, consecuencia 
que se deduce de la inobservancia del deber de hablar claro, 
violando el principio de la buena fe143.
En el mismo sentido, es posible hacer un control sobre 
el contenido de las cláusulas que no cumplieron con el 
deber de información a favor del contratante débil, pues 
142 sobre esta regla de interpretación denominada contra proferentem o contra 
stipulatorem, reNgIfo garcía expresa que “se utiliza para dilucidar el sentido 
de un contrato o cláusula contractual, válido con reflejo de la voluntad 
común de las partes, pero que por su oscuridad, ambigüedad o contradicción 
interna, no la expresa con suficiente claridad; si no se puede averiguar su 
sentido por otros medios, se presumirá que el correcto es el que favorezca 
a la parte que no lo redactó para evitar que quien lo hizo pueda llegar a 
aprovecharse indebidamente de su labor o como forma de atribuirle la 
responsabilidad de la oscuridad, puesto que pudo y debió haber actuado 
con mayor diligencia al redactar el contrato. Es la carga de hablar claro que 
pesa sobre quien lleva la iniciativa contractual, que se corresponde con una 
autorresponsabilidad cuando no se cumple satisfactoriamente con ella”. Cfr. 
reNgIfo garcía, “Deber precontractual de información y las condiciones 
generales de contratación”, cit., p. 105. En el Código Civil se consagra en el 
artículo 1624: “No pudiendo aplicarse ninguna de las reglas precedentes de 
interpretación, se interpretarán las cláusulas ambiguas a favor del deudor. 
Pero las cláusulas ambiguas que hayan sido extendidas o dictadas por una 
de las partes, sea acreedora o deudora, se interpretarán contra ella, siempre 
que la ambigüedad provenga de la falta de una explicación que haya debido 
darse por ella”. 
143 BIaNca, op. cit., p. 412. tal como lo explica de Nova, “Informazione e 
contratto: il regolamento contrattuale”, cit., p. 718, el campo de la relación 
entre información y reglamento contractual se delinea una secuencia lógica 
obligada: solo aquellas cláusulas que son iluminadas por la información y 
son a ella fieles, pueden formar parte del reglamento contractual, en cuanto 
las modificaciones no comunicadas son ineficaces. Un ejemplo de esto en 
nuestra legislación se prevé en el parágrafo del artículo 23 de la Ley 1480 de 
2011, cuando se impone la obligación a las compañías de seguro informar 
las modificaciones unilaterales dentro de los treinta días siguientes a dicha 
modificación.
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una declaratoria de nulidad de dicha cláusula podría ser 
perjudicial para los intereses de las partes y desconocería 
la operación económica del contrato144.
Creemos que no es adecuado para el sistema jurídico 
y para el sistema de remedios del contrato en caso de mal 
funcionamiento del vínculo contractual, ya sea desde la gé-
nesis, ya sea desde la funcionalidad, limitar los instrumentos 
para solucionar el incumplimiento del deber de informa-
ción. sería mejor dejarlo a la ductilidad del principio de la 
buena fe para que se calibraran las particularidades del caso 
concreto y, como consecuencia, elegir la tutela adecuada en 
aras de garantizar la efectividad de los intereses en juego 
dentro de la relación. La buena fe exige que no se olviden 
las particularidades y el alcance del contenido del deber de 
información, el cual va más allá de la validez del consenti-
miento, trasciende la formación del contrato en la medida 
en que también contribuye en la actuación del reglamento 
contractual. Una lectura diferente limitaría su alcance.
 tres ejemplos del derecho comparado nos permiten 
ilustrar nuestra posición: la intención que tiene el sistema 
jurídico de proteger la libertad de contratar mediante las 
exigencias de información, la responsabilidad que se les 
imputa a los agentes del mercado cuando no cumplen con 
su deber de informar y la modificación de una cláusula del 
contrato que no cumple con el requisito de transparencia 
como mecanismo de protección del consumidor.
144 En esta sede entendemos por control de la cláusula que no cumple con 
el requisito de transparencia, sea cuando se declara nula la cláusula y el 
juez integra el contenido contractual con las disposiciones normativas que 
permitan un contenido mínimo y necesario, sea mediante la conservación 
de la cláusula modificada en el interés del contratante débil. Cfr. fraNceSco 
reNde, Informazione e consenso nella costruzione del regolamento contrattuale, 
Milán, Giuffrè, 2012, p. 253 y ss.
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9.1. Caso: el incumplimiento del comprador del 
deber de informar sobre aspectos de la cosa vendida 
vulnera la libertad de contratar y la exigencia 
de la lealtad en las relaciones negociales cuando 
se aprovecha de las condiciones 
de debilidad del vendedor 
Un sujeto que se dedicaba profesionalmente a la especula-
ción de derechos sobre minerales se entera de que en cierto 
sector de la ciudad existen terrenos con prospección minera. 
Mediante sus propias investigaciones se informa, por un 
lado, de que la prospección minera es considerable en tanto 
existen ricos depósitos de minerales, y por otro lado, identi-
fica la zona a la que corresponderían dichos depósitos. Con 
fundamento en la información recaudada, el especulador 
contacta a una señora propietaria de una casa en la zona 
identificada, que presenta un avanzado estado de mala 
salud, pues está afectada por una enfermedad terminal que 
la hace incapaz de afrontar sus gastos médicos. Le propone 
comprarle los derechos de explotación por un valor que 
es aceptado por la señora. Pasadas un par de semanas, el 
comprador revende rápidamente dichos derechos por un 
valor superior. La señora demanda a los especuladores por 
fraude y engaño en solicitud de la diferencia del precio que 
habían obtenido y por el pago de daños.
Dos son los elementos que hay que considerar: el pri-
mero se refiere al reconocimiento del deber de información 
y al ámbito de su exigibilidad en la etapa de formación 
del contrato, el cual tiene como función la promoción del 
mercado, contribuye a la competencia y permite la mejor 
elección de los futuros contratantes, sea como mecanismo 
de robustecimiento del consentimiento, sea como meca-
nismo de protección de la confianza de encontrarse en un 
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contrato querido y protector de sus legítimos intereses. 
Así, en el caso expuesto se demuestra cómo los remedios 
frente al incumplimiento del deber de informar tienen como 
objetivo la protección de la libertad contractual, entendida 
como la libertad de decidir si se contrata o no, la pretensión 
del ordenamiento de que las personas puedan encontrarse 
vinculadas a un contrato únicamente cuando así lo deciden 
y siempre que esa decisión sea libre, en la medida en que no 
sea coaccionada, sea además informada, en tanto se tiene 
la información necesaria para decidir sobre la conveniencia 
del negocio. 
El segundo aspecto por considerar es si en el caso comen-
tado existe un límite al deber de informar, en cuanto, por un 
lado, se le debería exigir diligencia respecto a autoinformarse 
al vendedor del bien, del cual ha sido propietario por un 
considerable periodo; por otro lado, si se debería proteger 
la diligencia del comprador en la consecución de la infor-
mación obtenida legítimamente por sus propios medios. 
Creemos que si bien resulta deseable un comportamiento 
diligente, sea de la parte vendedora, sea de la parte com-
pradora, en la obtención de la información que permita 
tomar la decisión de negocio y las condiciones que resultan 
adecuadas para convenirlo, ello no obsta para hacer exigible 
a las partes el deber de actuar con lealtad, lo cual impone 
el abstenerse de realizar conductas estratégicas para bus-
car su provecho personal en desmedro de la situación de 
fragilidad, debilidad, necesidad o ignorancia excusable de 
la contraparte. Más aún cuando quien tiene la iniciativa 
negocial es un empresario o profesional con clara posición 
de preeminencia frente a una persona que además de que 
no tenía interés alguno de encontrarse en una relación con-
tractual, carece de los medios, condiciones y capacidades 
para obtener la información que la otra parte calla en un 
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claro acto de reticencia, pues la información que se omite 
deliberadamente es justamente la que le resultaría esencial 
a la contraparte para tomar su decisión de negocio145. 
De manera que en el caso de la venta de derechos mine-
ros, se le exige a la parte que provoca el proceso negocial 
con fundamento en la información que la otra ignora no 
transgredir los intereses de esta, con mayor razón cuando 
se trata de una persona de avanzada edad y grave estado de 
salud146, pues estamos en presencia de un comportamiento 
reticente constitutivo de dolo y, por ende, violatorio de las 
exigencias de lealtad y honestidad que comporta el prin-
cipio de buena fe. 
9.2. Caso: responsabilidad de la agencia de viajes 
cuando omite la información en materia migratoria 
Una pareja de esposos adquirió de una agencia de viajes 
tiquetes aéreos de Génova a tailandia para su viaje de luna 
de miel. Cuando llegaron al punto de ingreso del país de 
destino, en bangkok, la oficina de migración le negó la 
entrada a la esposa, que era ciudadana ecuatoriana, pues 
no tenía la visa requerida para ingresar a tailandia. tal 
145 traemos además casos similares de la jurisprudencia francesa citados por 
hINeStroSa, Tratado de las obligaciones, op. cit., p. 1038, n. 3199: “falta a la 
buena fe del banco que, sabiendo que la situación de su deudor estaba 
irremediablemente comprometida o al menos sabía que estaba muy cargado 
de deudas, omitió poner esta información en conocimiento del fiador a 
quien incitó a comprometerse”; “anulación de la venta de acciones por 
un precio inferior al de su reventa, a un director que obró beneficiándose 
de informaciones privilegiadas”; “de anulación de la venta de un terreno 
destinado a ser explotado como cantera, cuya riqueza conocía el comprador, 
que se valió de un prestanombres, y ocultó a los vendedores”; “el famoso 
caso baldus, en el que la Corte francesa casó la anulación de la venta de unas 
planchas de fotografía antiguas cuyo valor real disimuló el adquirente al 
vendedor, para luego obtener un beneficio considerable en su reventa”.
146 de la MaZa gaZMurI, “tipicidad y atipicidad de los deberes precontractuales 
de información”, cit., p. 78. 
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situación causó el fracaso de la luna de miel, y los esposos 
decidieron regresar a Italia. A su reingreso al país europeo, 
dispusieron demandar a la agencia de viajes y solicitaron el 
resarcimiento del daño por la luna de miel frustrada.
Dos argumentos fundamentaron la petición: por una 
parte, el incumplimiento de algunas normas de convencio-
nes que regulan los contratos de viaje147; por otra parte, la 
violación de las obligaciones que derivan del contrato de 
mandato, entre ellos el principio de la buena fe y la protección 
del cliente. La agencia de viajes se defendió alegando que 
solo estaba obligada a vender los tiquetes aéreos y, por tanto, 
no estaba obligada a suministrar la información migratoria.
Los jueces de primera y de segunda instancia decidieron 
negar las pretensiones de los accionantes, en tanto el esposo 
era ciudadano italiano y no tenía inconveniente para en-
trar al país de destinación y a la esposa, por ser ciudadana 
extracomunitaria, no le eran aplicables las normas de las 
convenciones invocadas. respecto a la violación del con-
trato de mandato, los jueces de instancia sostuvieron que 
las obligaciones a cargo del mandatario se individualizan 
en atención a la específica solicitud del mandante, y como 
en el caso concreto los esposos no solicitaron información 
migratoria y el contrato solo se limitaba a la venta del tiquete 
a bangkok, entonces la agencia cumplió de conformidad su 
contrato de mandato.
Por su parte, la Corte de Casación italiana casó la sentencia 
acogiendo las pretensiones de los desafortunados esposos 
y, por ende, declaró la responsabilidad de la agencia de 
viajes. Las razones de la decisión fueron contundentes: 1) 
147 Los esposos denuncian la violación de la Convención Internacional de 
bruselas del contrato de viaje del 23 de abril de 1970, ratificada por Italia 
con la ley del 27 de diciembre de 1977, n. 1084 (ccv); violación del artículo 
8.º del Decreto Ley 111 de 1995 y del Decreto Ley 206 de 2005 (Código del 
Consumo), entre otras.
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evidencia de que las normas alegadas por los esposos eran 
aplicables al caso concreto, aun cuando uno de ellos era ex-
tracomunitario, pues la venta del tiquete se celebraba por 
una agencia de viajes situada en territorio de Italia, país 
que había suscrito dichas convenciones148. 2) si una pareja 
compra para sí un tiquete aéreo con la finalidad de hacer 
un viaje juntos, no puede entenderse la compra de cada 
tiquete como autónomo e independiente del otro, pues 
se debe observar la función del contrato y considerar que 
ambos contratantes perseguían un resultado unitario y un 
interés común. En efecto, al marido le asistía el interés de 
la correcta ejecución del contrato de venta del tiquete de su 
esposa, pues el incumplimiento de ese contrato se reflejaba 
necesariamente en su contrato, en la medida en que hizo 
fracasar igualmente su luna de miel. 3) Una agencia de viaje, 
haciendo uso de la ordinaria diligencia y de competencias 
típicas de un profesional del sector, podía conocer o debía 
conocer la información migratoria para suministrar a sus 
clientes. En efecto, en el giro de sus negocios, por la natu-
raleza de su actividad, es normal que los intermediarios 
de viaje sepan a cuáles países extranjeros y para cuáles 
viajeros se solicita visa de ingreso, pues están en mayor fa-
cilidad de acceder a esa información que el mismo cliente149. 
148 Expresa la sentencia de casación: “Erroneo è anche il capo della sentenza 
impugnata che ha escluso l’applicabilità della ccv alla L., perché cittadina 
dell’Ecuador, paese che non ha sottoscritto la Convenzione di bruxelles. A 
norma dell’art. 2 (riportato dai ricorrenti a p.. 6 del ricorso) la Convenzione 
si applica a qualunque contratto di viaggio concluso da un organizzatore 
o da un intermediario di viaggio, qualora la sua sede principale o la sede 
di lavoro per tramite della quale il contratto di viaggio è stato concluso, si 
trovi in uno stato contraente. La tutela apprestata dalla ccv non è quindi 
condizionata alla nazionalità del viaggiatore, ma copre chiunque concluda 
il contratto di viaggio all’interno di uno stato contraente”.
149 se hace una pregunta: ¿cuál sería la posición de la esposa respecto a la 
consecución de la información sobre su estatus migratorio? según la Corte 
de Casación italiana, no es necesario que el cliente informe sobre su estado 
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4) El contrato de mandato no tiene como única prestación la 
mencionada en el contrato, pues deben integrarse todas las 
actividades preparatorias o accesorias, aún no mencionadas, 
que son ordinariamente solicitadas o instrumentales a la 
consecución del fin declarado, y con mayor razón cuando 
la omisión de dichas actividades banaliza la utilidad de la 
prestación principal.
En conclusión, según la Corte, la obligación de informar 
a los viajeros sobre la necesidad de solicitar la visa de ingre-
so en el país donde desean pasar sus vacaciones integra el 
contenido del contrato. hasta tal punto de considerar que la 
falta de dicha obligación constituye un verdadero y propio 
incumplimiento contractual, con la consecuente obligación de 
la agencia de viajes de resarcir el daño a los esposos; a la mujer 
y al marido (por su común y compartido interés a la correcta 
ejecución del contrato) se les ha violado el derecho a recibir todas 
las informaciones que la agencia de viajes debía suministrar 
para permitirles el ingreso al país de destino.
En efecto, este caso es interesante ya que demuestra la 
importancia del suministro de la información para permitir 
a las partes satisfacer sus intereses mediante la adecuación 
de su comportamiento. La información aparece como un 
instrumento prioritario para garantizarle al contratante 
elecciones conscientes y funcionales a sus propias exigen-
cias150; por ello, el incumplimiento del deber de informar 
de extracomunitario, pues existe un deber de diligencia y de aviso estricto 
por la agencia de viaje, hasta el punto de deber cerciorarse, con apoyo en 
los datos recibidos al momento de vender el tiquete aéreo (documentos de 
identidad, el nombre) y su experticia como operador turístico, para luego 
informar. Con este tipo de posiciones, se evita que una parte se sienta 
tranquila diciendo “nada dije porque nada se me preguntó al respecto”. 
Véase hINeStroSa, Tratado de las obligaciones, op. cit., p. 1038.
150 MarIo BarcelloNa, “I nuovi controlli sul contenuto del contrato e le forme 
della sua etero integrazione: stato e mercato nell’orizzonte europeo”, en 
Europa e Diritto Privato, 2008, p. 39.
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o la violación del derecho a ser informado puede afectar 
la correcta ejecución del contrato y el pleno goce de los 
intereses de las partes151. 
9.3. Caso: la corrección y no la nulidad de una 
cláusula del contrato cuando se incumple el deber 
de información, con el fin de proteger la operación 
económica del negocio y los intereses de la parte débil 
tres entidades financieras españolas otorgan préstamos 
para adquisición de vivienda garantizados con hipoteca, 
en los cuales el prestatario se obliga a devolverle al banco 
el capital prestado con intereses a una tasa variable. Para 
evitar que la tasa variable que determina el interés tenga 
cambios abruptos en desventaja de dichas entidades finan-
cieras, se imponen cláusulas “suelo”, las cuales establecen 
un mínimo de tasa de interés que puede ser cobrado y sin 
predisponer cláusulas “techo”, las cuales impiden un alza 
desproporcionada de los intereses.
Una asociación de protección de consumidores y usua-
rios del ámbito de la banca interpuso demanda contra las 
condiciones generales de contratación de las entidades 
151 Cfr. fIlIpo roMeo, “responsabilità dell’intermediario di viaggi per omessa 
informazione in materia di visto di ingresso”, en I Contratti, vol. 4, 2014, p. 
330, afirma además que “L’intermediario, infatti, al fine di condurre il rap-
porto obbligatorio verso un risultato ‘integralmente utile’ deve adempiere 
molteplici obblighi di prestazione accessori alla prestazione principale. Nel 
caso in esame, in una prospettiva di tutela del viaggiatore, l’intermediario 
avrebbe dovuto informare o perlomeno mettere in allarme i coniugi circa 
la possibilità che la nazionalità extracomunitaria di uno di essi avrebbe 
potuto costituire un serio ostacolo per l’ingresso nel paese di destinazione. 
tale impedimento, che potrebbe risultare dannoso in ogni caso di viaggio 
organizzato in comune tra più persone, nel caso di specie —come corretta-
mente evidenziato dagli ermellini— appare esiziale precludendo del tutto ad 
entrambi i viaggiatori il ‘comune godimento della vacanza’, che costituiva 
lo scopo immediato del viaggio di nozze”.
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financieras, en particular contra las cláusulas “suelo”, y 
solicitó su declaratoria de nulidad por considerarlas abu-
sivas, al igual que pidió la prohibición de incluir ese tipo 
de cláusulas en los contratos de préstamos que se pudieran 
celebrar en el futuro. Frente a la solicitud de la asociación, 
las entidades financieras se opusieron, entre otras razones, 
porque ese tipo de cláusulas forman parte de los elementos 
esenciales del contrato de préstamo hipotecario.
El juez de primera instancia da la razón a las accionantes 
y asegura, primero, que las denominadas cláusulas “suelo” 
existentes en estos contratos de préstamo a interés variable 
debían considerarse como condiciones generales, elabora-
das de forma unilateral y previa por el predisponente, y, 
segundo, las declaró abusivas y ordenó subsiguientemente 
eliminarlas de los contratos. Por el contrario, el juez de 
segunda instancia negó las pretensiones y concluyó que 
ese tipo de cláusulas eran un elemento esencial del contrato 
negociado entre prestamista y prestatario y que no existía 
imposición del empresario, sino aceptación libre y voluntaria 
del usuario. según el juez de instancia, la negociabilidad de 
la cláusula y su aceptación le quita su carácter abusivo.
El asunto llega finalmente al tribunal supremo español, 
el cual afirma que ese tipo de cláusulas son evidentemente 
impuestas por las entidades de crédito cuando el consumi-
dor no puede influir en su supresión o en su contenido, de 
tal forma que o se adhiere y consiente contratar con dicha 
cláusula o debe renunciar a contratar. sin embargo, dicha 
imposición no hace ilícita per se a la cláusula, pues se trata 
de un mecanismo de contratación en el cual el empresario 
es quien predispone el contenido contractual, ya que es 
quien diseña los productos y servicios que ofrece y las 
condiciones. Ahora bien, la ilicitud de la cláusula no será 
determinada por su contenido, sino por la forma como 
ingresa y es conocida por el prestatario; en otras palabras: 
las clausulas “suelo” son válidas en sí mismas, pero dejan 
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de serlo por el modo en que se insertan en el reglamento 
contractual y cómo se le presentan al consumidor en la 
fase de celebración del contrato. En ese sentido, su validez 
depende del cumplimiento del deber de información de 
parte del predisponente de la cláusula.
En efecto, el cumplimiento del deber de información se 
realiza mediante un control de transparencia de la cláusula 
en el que se debe verificar si la información que se facilita 
sobre estos contratos cubre las exigencias positivas, esto 
es, de oportunidad real de conocimiento del adherente al 
tiempo de la celebración del contrato, y si cubre las exigen-
cias negativas, es decir, en el sentido de que las cláusulas 
no resulten ilegibles, ambiguas, oscuras o incomprensibles. 
se requiere que el consumidor comprenda el alcance de sus 
obligaciones y la realización de la cláusula en la operación 
económica del contrato. En concreto, a criterio del tribunal, 
las cláusulas “suelo” no pasan dicho test de transparencia152, 
por lo que deben declararse ilícitas. Pues bien, el problema 
que surge entonces sería otro: ¿qué pasa con el contrato de 
préstamo hipotecario cuando la cláusula que fija los intereses 
152 Como explica céSar horNero MéNdeZ, “La giurisprudenza (al salvataggio) 
de la crisi, sentenza del tribunale supremo, 9 maggio 2013, sulle clausole 
abusive nei contrati di mutuo ipotecario con interesse variabile”, en Annuario 
del contratto, 2013, turín, Giappichelli, p. 300: “En concreto, como elementos 
o criterios específicos para determinar la no transparencia, detectados en 
todos o en alguno de los contratos discutidos, se señalan los siguientes: a) 
falta de información suficientemente clara de que se trata de un elemento 
definitorio del objeto principal del contrato; b) que se inserten de forma 
conjunta con las cláusulas techo y como aparente contraprestación de las 
mismas; c) que no existen simulaciones de situaciones diversas, relacionadas 
con el comportamiento razonablemente previsible del tipo de interés en el 
momento de contratar; d) que no se información previa, clara y compren-
sible, sobre el coste comparativo con otras modalidades de préstamo de la 
propia entidad —caso de existir— o la advertencia de que al concreto perfil 
de cliente no se le ofertan las mismas; y e) que se ubiquen, como sucede en 
uno de los contratos en cuestión, entre una abrumadora cantidad de datos, 
de modo que quedan enmascaradas, diluyendo la atención del consumidor”.
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es esencial para la operación económica de la relación nego-
cial? La sentencia del tribunal español sostiene la nulidad 
parcial en el ámbito del derecho del consumidor y afirma 
que el contrato debe subsistir en el interés del consumidor, 
por lo que ordena a los bancos modificar las cláusulas en 
la forma y en el modo en que se venían utilizando, esto 
es, eliminar su carácter abusivo. Además, ordena que la 
nulidad no tenga efectos retroactivos, pues de lo contrario 
afectaría la seguridad jurídica y generaría trastornos graves 
en el orden público económico. 
Este caso abre muchos debates, los cuales están llamados 
a desarrollarse en otra sede, pero demuestra la adaptabili-
dad del sistema de remedios en caso de incumplimiento del 
deber de información, siempre en torno de los contratos del 
consumidor, en los que existe una función central del ope-
rador jurídico (autoridad administrativa o jurisdiccional), 
que debe garantizar contratos de consumo breves y claros 
en los que no quepan ni los abusos ni las oscuridades, en 
evidente protección de la parte débil y de la funcionalidad 
de los contratos justos, en tanto constituyen garantía de la 
buena marcha del mercado.
coNcluSIoNeS
En un ámbito en el se desvanece la fuerza de la voluntad 
como base del acuerdo en el contrato de consumo, es nece-
sario reconducir el derecho del consumidor a las categorías 
generales de protección propias del sistema de contratos. 
Lo cual supone entender el contrato como “sinalagma” y 
no como mero acuerdo y extraer de allí los criterios que le 
permitan al intérprete valorar la legitimidad del consenti-
miento otorgado por el consumidor y conjurar los riesgos 
de abuso que amenazan los derechos de este, en cuanto 
tal entendimiento puede erigirse en instrumento de tutela 
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que coadyuve el poder del consentimiento, gravemente 
menguado en este tipo de relaciones. 
Por eso consideramos fundamental poner el acento en 
el entendimiento del contrato como “sinalagma”, lo cual le 
otorga al intérprete una serie variada de tutelas, en la medi-
da en que el contrato deberá estar dotado de las exigencias 
de reciprocidad, interdependencia y equilibrio, propias del 
carácter sinalagmático de la relación, condiciones a las cua-
les debe apuntar una tutela sustancial del consentimiento.
En este sentido, es necesario hacer una lectura del deber de 
información contractual desde una doble perspectiva: como 
instrumento que garantiza la formación del consentimiento 
válido y como obligación que contribuye a la correcta eje-
cución de las prestaciones del contrato, en especial cuando 
son relaciones de consumo. Por lo anterior, es importante 
establecer que la obligación de informar debe cumplirse 
en términos sustanciales y no meramente formales, lo cual 
comporta conocer las características del deber de información 
con el fin de dotarlo de contenido y observar su correcto en-
tendimiento en todo el iter contractual, así como evidenciar 
los remedios que ofrece el ordenamiento jurídico en caso de 
que exista incumplimiento del deber de información. 
Así mismo, es necesario tener presente que a causa de las 
vicisitudes y multiplicidad de particularidades de las relaciones 
negociales, el cumplimiento de la obligación de información 
adopta una gran ductilidad que debe ser valorada al momen-
to de suministrar la información debida, a efectos de que la 
información deje de cumplir una función meramente formal 
y conduzca al real cumplimiento de la finalidad del negocio 
en tutela de los interés de las partes y a la vez sea percibido su 
papel ideológico y político como instrumento de racionalidad 
en la preservación del mercado, en cuanto no es concebible una 
tutela de la estabilidad de los mercados que no se encuentre 
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